
De las Senadoras Mariana Gómez del Campo Gurza y Gabriela Cuevas Barrón, 
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la que contiene proyecto de 
decreto que reforma y adiciona los artículos 3°, 6°, 17, 18, 21, 26, 27, 31, 41, 43, 
44, 55, 56, 71, 73, 76, 79, 82, 89, 95, 101, 102, 103, 105, 106, 108, 109, 110, 111, 
116, 119, 122, 123, 124, 127, 131, 134, 135, así como la denominación del Título 
Quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Las que suscriben, MARIANA GÓMEZ DEL CAMPO GURZA  y  GABRIELA 
CUEVAS BARRON Senadoras de la LXII Legislatura del Senado de la República, 
con fundamento en lo dispuesto por los artículos: 71 fracción II y 73 fracciones 
XXI, XXIII y XXX de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así 
como por los artículos 8° numeral 1 fracción I, 164 numeral 1, 169,164 numeral 3, 
171 y 172 del Reglamento del Senado de la República, sometemos a 
consideración del Pleno del Senado la presente: INICIATIVA CON PROYECTO 
DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 3°, 6°, 17, 18, 21, 
26, 27, 31, 41, 43, 44, 55, 56, 71, 73, 76, 79, 82, 89, 95, 101, 102, 103, 105, 106, 
108, 109, 110, 111, 116, 119, 122, 123, 124, 127, 131, 134, 135, ASÍ COMO LA 
DENOMINACIÓN DEL TÍTULO QUINTO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
A. Antecedentes 
 
El Distrito Federal es la sede de los Poderes de la Unión y capital de los Estados 
Unidos Mexicanos, y por ello es una entidad federativa sui generis sujeta a un 
régimen constitucional especial, distinto al de los estados de la Federación, dentro 
de nuestro ordenamiento supremo. La naturaleza jurídica del Distrito Federal y de 
sus distintos órganos de gobierno ha sido objeto de diversas modificaciones a 
nivel constitucional y legal que constituyen los antecedentes de la presente 
iniciativa. 
 
La Constitución de 1917 en su texto original estableció que el Distrito Federal era 
la sede de los Poderes Federales y capital de los Estados Unidos Mexicanos; el 
Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo quedaron depositados en los órganos 
federales, respectivamente: Congreso de la Unión y Presidente de la República, 
quien lo ejercería por conducto de un Gobernador que acordaría directamente su 
mandato con el Ejecutivo Federal. En este sentido, se mantuvo, tal como lo 
preveía la Constitución de 1857, la figura del Municipio gobernado por un 
Ayuntamiento en el Distrito Federal. En consecuencia, el Distrito Federal quedó 
conformado por las trece municipalidades que se señalaron en el año de 1903, por 
lo cual se configuró la Ley de Organización del Distrito y Territorios Federales el 
14 de abril de ese año. 
 
En 1928, por medio de reforma constitucional al artículo 73, fracción VI, se 
establecieron nuevas bases para la organización política y administrativa y 
suprimiendo el sistema municipal en el Distrito Federal, encomendándose el 



gobierno del mismo al Presidente de la República: "... quien lo ejercerá por 
conducto del órgano que determine la ley respectiva”. Con ello se suprimieron los 
Ayuntamientos comprendidos dentro de la jurisdicción del Distrito Federal. 
 
Con fundamento en esta reforma se expidió la Ley Orgánica del Distrito y 
Territorios Federales, aprobada en diciembre de 1928, que estableció un órgano 
de gobierno para el Distrito Federal que recibió el nombre de Departamento del 
Distrito Federal. Las facultades de decisión y de ejecución fueron encomendadas 
a un Jefe del Departamento del Distrito Federal, popularmente conocido como 
"Regente", bajo cuya autoridad fueron puestos los servicios públicos y otras 
atribuciones ejecutivas. El funcionario sería nombrado y removido libremente por 
el Presidente de la República. Además dicha Ley estableció que el territorio del 
Distrito Federal se dividía en un Departamento central y 13 delegaciones, dicho 
Departamento tenía una naturaleza jurídica de carácter administrativo como 
órgano dependiente del Ejecutivo Federal y con competencia territorial específica. 
 
En 1941, con fecha de 31 de diciembre, se aprobó la nueva Ley Orgánica del 
Departamento del Distrito Federal, que dividió el territorio del Distrito Federal en lo 
que se denominó Ciudad de México, sede del Departamento Central; y, doce 
delegaciones en el Distrito Federal. Dicha división territorial se modificó hasta el 
mes de diciembre de 1970, equiparando los términos "Distrito Federal" con 
"Ciudad de México", creando cuatro delegaciones nuevas, que junto con las doce 
existentes conforman las actuales dieciséis delegaciones del Distrito Federal. Las 
delegaciones carecían de facultades de gobierno, limitándose únicamente a 
brindar ciertos servicios pero con una total subordinación al Jefe del Departamento 
del Distrito Federal. 
 
En 1987, por medio del decreto de reformas al artículo 73, fracción VI, base 
Tercera de la Constitución General de la República se estableció la entonces 
denominada Asamblea de Representantes del Distrito Federal, órgano de 
representación ciudadana, la cual estaba facultada para emitir disposiciones con el 
carácter de bandos, ordenanzas y reglamentos de policía y buen gobierno en 
diversas materias del ámbito local. 
 
En 1993, mediante la reforma constitucional de fecha 21 de octubre se modificaron 
los artículos 44; 73, fracción VI; y, 122, de tal manera que se definió que la ciudad 
de México es el Distrito Federal, sede de los Poderes de la Unión y Capital de los 
Estados Unidos Mexicanos. Asimismo se estableció que el Congreso de la Unión 
debía expedir el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal y legislar en lo relativo al 
Distrito Federal, salvo en las materias expresamente conferidas a la entonces 
Asamblea de Representantes. La Asamblea conservó la competencia expresa 
sobre las materias sobre las cuales anteriormente ya podía expedir bandos, 
ordenanzas y reglamentos. Aunado a lo anterior, se limitó la facultad presidencial 
de nombramiento del entonces Jefe del Departamento del Distrito Federal, en 
razón de la mayoría obtenida electoralmente en la Asamblea. 
 



De esta manera, se estableció la coexistencia de un sistema de distribución de 
competencias compartido entre el Congreso de la Unión y la Asamblea, y, en 
consecuencia, se definió un régimen de facultades legislativas expresas y 
restrictivas para la Asamblea, conservando el Congreso de la Unión la 
competencia residual en todas aquellas materias no legisladas expresamente por 
la Asamblea. 
 
En 1996, mediante la reforma constitucional de fecha 21 de agosto, se modificaron 
diversos artículos, entre ellos el 73, fracción VI; 76; y, el 122, de tal manera que 
los dos ejes de dicha reforma fueron la modificación de los Poderes Federales con 
respecto al Distrito Federal; y, el establecimiento de órganos de gobierno que 
ejercerían las funciones ejecutiva, legislativa y judicial, respectivamente en el 
Distrito Federal, a saber: la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, el Jefe de 
Gobierno del Distrito Federal y el Tribunal Superior de Justicia. 
 
En consecuencia, la Asamblea de Representantes se transformó nominalmente en 
Asamblea Legislativa del Distrito Federal y se amplió su ámbito legislativo en una 
diversidad de materias. Se reconoció el derecho de los ciudadanos de elegir, por 
primera vez mediante voto directo, al Jefe de Gobierno del Distrito Federal. De 
igual forma, se definió que los titulares de los órganos político-administrativos de 
las demarcaciones territoriales serían electos por medio de voto popular; sin 
embargo, las atribuciones y competencias de éstos no se fortalecieron, sino que 
se mantuvieron sin personalidad jurídica ni patrimonio propio, sin autonomía 
presupuestaria y en una situación de sujeción jurídica y administrativa hacia el 
Gobierno del Distrito Federal. 
 
En 2001, con fecha 13 de noviembre, la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, 
II Legislatura, por conducto de su Comisión de Gobierno, presentó ante la Mesa 
Directiva de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, LVIII 
Legislatura, la iniciativa con Proyecto de Decreto que reformaba los artículos 73, 
76, 89, 108, 109, 110, 111 y 122 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
 
En 2002, en sesión celebrada el 1 de octubre, el H. Senado de la República 
decidió desechar en su totalidad la minuta de referencia. En 2002, derivado del 
dictamen del Senado de la República, la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, 
con fecha 7 de noviembre, presentó ante la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, una controversia constitucional registrada con número de expediente 
64/2002. 
 
En 2004, en sesión plenaria de 17 de febrero, la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación sobreseyó la controversia constitucional referida, sin entrar al fondo del 
asunto por considerar que no era procedente, debido a que el acto reclamado no 
era definitivo, pues el Senado regresó el proyecto a la Cámara de Diputados para 
su revisión, por lo que el proceso legislativo resultaba “inacabado”, ya que quedó 
pendiente que esta Cámara determinara sí aceptaba o no las consideraciones del 
Senado. 



 
En 2009, la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, V Legislatura, constituyó la 
Comisión Especial para la Reforma Política del Distrito Federal con la finalidad de 
reformular la iniciativa anteriormente presentada, y, en su caso, aprobarla para 
concluir con el procedimiento de la Reforma Política del Distrito Federal. Dicha 
Comisión concluyó sus trabajos y presentó su iniciativa ante el pleno de la 
Asamblea Legislativa el 22 de abril de 2010. Tal iniciativa, derivó en una propuesta 
de Reforma Política del Distrito Federal que fue consensuada por todos los 
partidos políticos con representación en la Asamblea Legislativa, misma que fue 
formalmente entregada a la Junta de Coordinación Política del Senado de la 
República el 11 de agosto de 2010, para que ahí fuera formalmente presentada, 
dadas las reformas constitucionales que contemplaba. A la postre, la Reforma 
Política del Distrito Federal no fue discutida ni analizada en el Congreso de la 
Unión. 
 
Derivado de los antecedentes anteriores, es dable afirmar que el Distrito Federal 
ha experimentado un proceso continuo de desarrollo en su dinámica institucional 
político- administrativa. Sin embargo, existen insuficiencias en el diseño 
administrativo y de gobierno de la Ciudad, el cual se ha rezagado respecto del 
desarrollo político logrado por la Ciudad de México en las últimas décadas, por lo 
que el actual diseño no responde ya a las necesidades apremiantes de una urbe 
como la nuestra, que es plural en su conformación social y demográfica, lo mismo 
que en los intereses y prioridades de sus ciudadanos. La arquitectura 
administrativa de la Ciudad de México tampoco está contemplada para atender la 
calidad de la Ciudad, como núcleo de una de las zonas metropolitanas más 
complejas y dinámicas del mundo, y hacer frente a los grandes retos que ello 
significa en materia de gobierno, seguridad pública, desarrollo urbano, 
asentamientos humanos, y servicios públicos. 
 
De igual modo, la democratización de la participación de la ciudadanía, y de las 
libertades públicas de las que hoy goza la Ciudad de México, se ve opacada por 
las insuficiencias democráticas al interior devarias de sus instituciones de 
representación ciudadana (particularmente las delegaciones políticas y la 
Asamblea Legislativa); así como un preocupante diseño en la conformación y 
desempeño de los organismos autónomos de la Ciudad, los cuales están lejos de 
ser garantes de calidad, objetividad e imparcialidad. 
 
Por lo que se refiere a los actuales órganos político-administrativos, éstos deben 
ser un fiel reflejo de la indiscutible pluralidad política que existe en la Ciudad, y 
dejar de ser extractivos; para ello es prioritario reconfigurarlos hacia su interior y 
colegiar sus decisiones. Esto, tanto para garantizar que en su gobierno y 
administración se vean incluidas todas las expresiones políticas en la demarcación 
de que se trate, conforme a su nivel de representatividad, como para instituir los 
adecuados mecanismos de frenos y contrapesos, en las decisiones de sus 
titulares; aspectos todos, que hoy en día no existen. La democratización interna de 
los órganos político-administrativos, y dotar a éstos de personalidad jurídica plena, 
atribuciones y patrimonio propio, son condicionessine qua non, del proceso de 



desarrollo democrático de la Ciudad de México; son su gran pendiente. Con esa 
transformación, se abonaría en el empoderamiento de los ciudadanos, al dotarlos 
de instrumentos para obligar a los órganos de referencia a ser transparentes y a 
rendir cuentas. Esa transformación también asegura que los gobiernos de las 
actuales delegaciones respondan a los anhelos de todos los habitantes en cada 
demarcación, y no sólo a los de ciertos grupos de interés o clientelares. No hacer 
estos cambios, es condenar a los capitalinos a tener a nivel delegacional, el 
mismo esquema de gobierno unipersonal y con corte de regencia, que la Ciudad 
superó en el ámbito central desde hace veinticinco años. 
 
Por otro lado, la actual Asamblea Legislativa del Distrito Federal, hoy en día 
reproduce hacia su interior, el viejo esquema de organización y funcionamiento 
vertical y autoritario, bajo el que estaba concebido hasta antes de 1997 el Poder 
Legislativo Federal. Un diseño que permitía la sobrerrepresentación parlamentaria 
de una sola fuerza política, por encima de su resultado electoral y 
representatividad real, así como un diseño que inhibe el debate de las ideas y los 
acuerdos políticos, y los sustituye por la construcción de mayorías artificiales –
reforzadas por el transfuguismo político, y que responde a la agenda e intereses 
del ejecutivo local en turno, por encima de la agenda de los ciudadanos. La actual 
Asamblea Legislativa está concebida para funcionar con una Comisión de 
Gobierno, que copia los peores vicios autoritarios y de discrecionalidad con los 
que se desempeñaba la extinta “Gran Comisión”, presente hasta hace apenas tres 
lustros, en ambas cámaras del Congreso de la Unión. La presente iniciativa se 
propone acabar con ese esquema de organización de la Asamblea Legislativa, por 
pervertir la democracia y la representatividad ciudadanas, además de agraviar a 
los electores. En su lugar, además de democratizar internamente el gobierno de la 
Asamblea, se propone que ésta forme parte de los grandes debates y 
deliberaciones no sólo de la Ciudad, sino del país en su conjunto. Y se busca 
también, dotar a la Asamblea de mayores facultades y responsabilidades, que 
respondan a la transformación de la Ciudad que aquí se propone. 
 
Por último, se proponemodificar la conformación y funcionamiento de los 
organismos autónomos del Distrito Federal, para que respondan en su actuar a los 
afanes de los ciudadanos en su conjunto, y para que representen a la diversidad 
de agendas que existen en esta gran Ciudad. En este propósito se busca 
garantizar que los organismos autónomos se conduzcan con criterios de 
eficiencia, objetividad, imparcialidad y profesionalización; y para ello, la presente 
iniciativa busca ciudadanizar a los distintos organismos autónomos de la Ciudad 
de México, para permitir que los ciudadanos puedan postularse para conducirlos o 
formar parte de ellos; al tiempo de que al interior de la Asamblea se fuerce al 
acuerdo y al entendimiento democrático entre las distintas fuerzas, para la 
conformación definitiva de los mismos, conforme a los criterios antes señalados. 
 
Todos los anteriores, son aspectos que quedan pendientes, a fin de que los 
ciudadanos del Distrito Federal puedan contar con derechos políticos plenos y 
puedan beneficiarse de una mejor distribución de facultades y competencias entre 
los diferentes órganos de gobierno, lo cual necesariamente deberá traducirse en 



mejores condiciones de vida para quienes habitan esta Ciudad, así como una más 
eficiente prestación de servicios por parte de la autoridad. Esta iniciativa de 
reforma constitucional pretende retomar esos aspectos a fin de dar origen a una 
nueva y mejor organización política, jurídica y administrativa del Distrito Federal. 
 
La trascendencia de esta reforma debe analizarse en conjunción con la 
importancia histórica, política y jurídica que el Distrito Federal desempeña en los 
Estados Unidos Mexicanos al fungir como sede de los Poderes Federales y capital 
de la República. 
 
La presente iniciativa cumple los siguientes objetivos: 
 
Redefinir la naturaleza jurídica de lo que hasta hoy conocemos como el Distrito 
Federal, por medio de un nuevo ordenamiento jurídico que lo conserve como una 
entidad sui generis, sede de los Poderes Federales y, en consecuencia, le otorgue 
una nueva división político-administrativa en función de ser considerada la capital 
de los Estados Unidos Mexicanos. 
Rediseñar la organización y el sistema de competencias de los órganos de 
gobierno del Distrito Federal. 
Modificar el sistema de distribución de competencias con respecto a los Poderes 
Federales. 
Mejorar el funcionamiento de la Administración Pública local en sus distintos 
niveles. 
Reformar y democratizar la organización y el funcionamiento de los órganos 
político-administrativos hasta hoy denominados Delegaciones. 
Fortalecer a los órganos autónomos del Distrito Federal, para garantizar desde su 
forma de composición, un desempeño acorde con criterios de eficiencia, 
objetividad, imparcialidad y profesionalización. 
Diseñar mecanismos institucionales de coordinación metropolitana. 
El objetivo primordial de las sucesivas modificaciones al diseño constitucional y 
legal del Distrito Federal se ha logrado a medias, sobre todo a partir de las 
reformas constitucionales de 1993 y 1996, que han dado por resultado la 
existencia de un órgano propio, encargado de legislar en un número amplio de 
materias de interés local, así como la elección de su Jefe de Gobierno y de los 
titulares de las unidades político administrativas en que se divide su administración 
territorial. 
 
Adicionalmente, hoy se plantean nuevos retos y necesidadespara la Ciudad, entre 
los que destaca la creciente exigencias de participación política y de 
representatividad por parte de los ciudadanos, lo mismo que los desafíos que en 
términos de planeación y de prestación de servicios públicos, le supone a la 
Ciudad el ser parte de una de las megalópolis más grandes del mundo. Ello hace 
necesario concebir una redefinición de la naturaleza jurídica y en la denominación 
de la entidad hasta hoy conocida como Distrito Federal, lo mismo que en sus 
órganos de gobierno y en sus órganos político-administrativos, hasta hoy 
conocidos como delegaciones. De igual modo se destaca una definición más clara 
de las competencias, principalmente entre la administración pública centralizada y 



los órganos político-administrativos y entre la Ciudad de México y los poderes 
federales.También se delinea un nuevo diseño institucional para la Zona 
Metropolitana del Valle de México 
 
En este tenor de ideas, la dinámica institucional y política de la Ciudad de México 
cada vez más intensa, participativa y democrática, combinada con la existencia de 
problemas estructurales y necesidades urbanas cada vez más complejas, 
demanda al Constituyente Permanente el análisis profundo de la actual 
organización jurídico política de la entidad, a fin de realizar los ajustes y 
adecuaciones que se juzguen necesarias para otorgar mayor fuerza y certeza a la 
labor de gobierno, a la vez de ampliar la representación y participación ciudadana 
en la toma de decisiones públicas. 
 
Hoy,El carácter singular que tiene la Ciudad de México, obliga a atenderla como 
una entidad por completo distinta a los estados de la República, pues si bien todos 
ellos son partes integrantes de la Federación, la Ciudad de México presenta 
características especiales, entre las que sobresalen las siguientes: 
 
La Ciudad de México sirve de asiento a los poderes de la Unión, por lo que debe 
estar sujeta a un régimen constitucional especial que garantice el funcionamiento 
seguro, eficaz y continuo de éstos; 
La Ciudad de México debe hacer frente a retos y responsabilidades 
internacionales que le confiere el hecho de ser la Capital de los Estados Unidos 
Mexicanos, entre ellos, el ser el asiento de las embajadas, representaciones 
diplomáticas y organismos mundiales, lo mismo que ser sede de eventos 
internacionales; 
La Ciudad alberga a una importante cantidad del turismo nacional e internacional 
que recibe nuestro país; 
La Ciudad alberga una importante infraestructura pública y privada que resulta 
estratégica a nivel nacional; 
La Ciudad está conformada por una sociedad cada vez más informada y 
participativa, que exige representatividad, y que sus autoridades locales atiendan 
por igual y sin excepción, a todas las personas individuales y comunidades que la 
conforman; y 
 La Ciudad de México es una megalópolis que trasciende a sus propias fronteras. 
Todas las anteriores características vuelven inviable a la Ciudad de México para 
seguir conservando el estatus de Distrito Federal, pero también para adquirir el 
carácter de estado, por presentar características y desafíos únicos, inexistentes en 
las 31 entidades federativas de la República mexicana. 
 
Una visión de tal naturaleza exige un diseño institucional que responda a las 
necesidades de una ciudad única, con problemas y requerimientos urbanos que 
abarcan la totalidad de su territorio, e incluso se expanden a las áreas conurbadas 
que componen la zona metropolitana de la Ciudad de México. 
 
B. Contenido de la Iniciativa 
 



I. Cambios en la denominación de la Ciudad, en el de sus órganos de gobierno y 
en los órganos político-administrativos. 
 
 Acorde con el desarrollo democrático de la Ciudad de México en las últimas 
décadas, particularmente desde 1997, año en que los capitalinos eligieron por 
primera vez en su historia a quien habría de gobernar la Ciudad, y desde 2000 a 
quien habría de hacerlo en el ámbito de las delegaciones, así como a la existencia 
de esquemas e instituciones de participación ciudadana, no existe ya una 
justificación conceptual para que la Ciudad de México siga denominándose Distrito 
Federal, denominación que obedeció a una época en que la Ciudad era 
gobernada exclusivamente por los Poderes de la Unión; preponderantemente por 
el ejecutivo federal (bajo la figura de departamento administrativo). En ese tenor, 
se propone suprimir en definitiva del texto constitucional, la denominación “Distrito 
Federal”, para sustituirla por la de “Ciudad de México”. La Ciudad conservaríaen 
definitiva,y en términos del artículo 44 de la Constitución, su carácter de sede de 
los Poderes de la Unión, y Capital de los Estados Unidos Mexicanos, con 
atribuciones específicas para dichos poderes en el gobierno de la Ciudad de 
México. 
Conforme a lo anterior, los órganos de gobierno de la Ciudad, modificarían su 
denominación, para responder a su naturaleza eminentemente local. De esta 
manera, la Asamblea Legislativa del Distrito Federal sería denominada en 
adelante como Asamblea Legislativa de la Ciudad de México. Por su parte, el 
Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, se convertiría en el Tribunal 
Superior de Justicia de la Ciudad de México. En el caso de los organismos 
autónomos, órganos, dependencias y entidades de la Administración Pública local, 
éstos presentarían un cambio de denominación conforme al criterio antes descrito. 
Se eliminan los últimos resquicios de la época en que la Ciudad era una mera 
dependencia del ejecutivo federal, y su gobernante en el ámbito local, un mero jefe 
de departamento administrativo, que ejercía sus funciones en calidad de regente. 
La denominación de Jefe de Gobierno, es un derivado del “Jefe del 
Departamento”, como anteriormente se conocía al titular del ejecutivo local. En 
consecuencia, y conforme a la nueva naturaleza de la Ciudad de México, se 
propone que en adelante el Jefe de Gobierno del Distrito Federal sea denominado 
Gobernador de la Ciudad de México. 
Los órganos político-administrativos de la Ciudad, denominados hasta hoy 
Delegaciones, se transforman en Alcaldías, con la naturaleza y características que 
se señalan en el apartado correspondiente de la presente iniciativa. 
II. Naturaleza jurídica de la Ciudad de México 
 
La Ciudad de México, sería reconocida como una entidad sui generis, que sin 
tener el carácter de un estado de la República, sería reconocida como una parte 
integrante de la Federación, sede de los Poderes de la Unión y Capital de los 
Estados Unidos Mexicanos, en términos del artículo 43 de la Constitución. 
Conservaría en adelante las atribuciones de avanzada que actualmente tiene 
conforme a su característica única en el país, y sus órganos de gobierno serían 
transformados en auténticos poderes, de esta nueva entidad. 
III. Facultades y atribuciones de los órganos de gobierno de la Ciudad de México 



Seguridad Pública 
 
La Ciudad de México conservará el esquema de mando único y centralizado en 
materia de seguridad pública que actualmente tiene. 
El Gobernador de la Ciudad de México nombrará y removerá al Procurador 
General de Justicia de la Ciudad de México, pero su aprobación ya no correrá a 
cargo del Presidente de la República, sino de la Asamblea Legislativa de la Ciudad 
de México, mediante el voto de las dos terceras partes de sus miembros 
presentes. 
Derecho de iniciativa de leyes y decretos federales 
 
En armonía con el carácter de la Ciudad de México como parte integrante de la 
Federación, y a efecto de garantizar un mejor esquema de participación de sus 
órganos en el ámbito federal, se dotaría en adelante a la Asamblea Legislativa de 
la Ciudad de México del derecho a iniciar leyes federales ante el Congreso de la 
Unión, en los términos del artículo 71 de la Constitución. 
Parte del constituyente permanente 
 
La Ciudad de México, en tanto parte integrante de la Federación, gozaría en 
adelante del derecho de ser considerada parte del Constituyente Permanente, y 
como tal, sería equiparada a una Legislatura local para el efecto de votar y 
computar las reformas a la Constitución. 
Responsabilidad de los servidores públicos 
 
El actual modelo jurídico de regulación de la responsabilidad de los servidores 
públicos del Distrito Federal, deriva de una época en que tales servidores los eran 
de la Federación, en tanto que el Distrito Federal era una dependencia del 
presidente de la república. Se propone modificar en definitiva ese estatus en la 
materia. 
El proyecto de reformas que se presenta plantea la modificación de los artículos 
108, 109, 110 y 111 del Título Cuarto de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, lo cual con la correspondiente modificación que se hace en el 
artículo 122, permitirá instaurar un régimen de responsabilidades locales para 
servidores públicos del Distrito Federal. 
 
En efecto, las disposiciones constitucionales vigentes contemplan la intervención 
del Congreso de la Unión o de una de sus cámaras para conocer y resolver sobre 
Juicio Político y declaratoria de procedencia de servidores públicos del Distrito 
Federal que están previstos en los párrafos primeros de los artículos 110 y 111. 
Asimismo, con excepción de los servidores públicos de los órganos encargados de 
la función judicial del fuero común en el Distrito Federal, los que lo son de los otros 
órganos de gobierno local se rigen en esta materia por la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos. 
 
El nuevo sistema de distribución de competencias que se plantea entre el 
Congreso de la Unión y la Asamblea Legislativa permitirá que, conforme al texto 
que se propone del artículo 109, la Asamblea Legislativa expida una ley de 



Responsabilidades de los Servidores Públicos. En consonancia con lo anterior se 
propone modificar el artículo 108 para que los servidores públicos del Distrito 
Federal sean sustraídos de su mención en el párrafo primero y sean incorporados 
al tercer párrafo de dicho precepto. 
 
De la misma forma, los servidores públicos del Distrito Federal que hasta ahora 
son contemplados en los párrafos primero del artículo 110, relativo al Juicio 
Político, y 111, relativo a la Declaración de Procedencia, se reubican tácitamente 
en el siguiente párrafo de ambos artículos. Esto en virtud de que en tales párrafos 
se hace alusión a los servidores públicos del ámbito local, y ahí se inserta la 
Ciudad de México. Por lo que toda vez que en estos párrafos no se hace 
menciónespecífica a servidores públicos de los estados, se considera innecesario 
insertar un agregado relativo a los servidores públicos de la Ciudad de México. De 
manera tal que estos servidores públicos, serán respectivamente sujetos a lo que 
los referidos procedimientos disponen en el ámbito local. Estas modificaciones 
fueron a su vez armonizadas en la presente iniciativa, con las nuevas atribuciones 
que se le confieren a la Asamblea Legislativa de la Ciudad de México en el artículo 
122, para legislar en materia de responsabilidad de los servidores públicos. 
 
Nombramiento del Gobernador de la Ciudad de México por causa de remoción o 
falta absoluta 
 
Por lo que se refiere al nombramiento del Gobernador sustituto de la Ciudad de 
México en caso de remoción, en adelante, dicho nombramiento ya no lo hará la 
Cámara de Senadores, sino la Asamblea Legislativa de la Ciudad de México, 
conforme a la propuesta que formule el presidente de la República, tal y como lo 
dispone el Apartado B del artículo 122 de la Constitución. 
En adelante, el nombramiento del Gobernador sustituto de la Ciudad de México, 
sea a causa de su remoción o bien por falta absoluta, lo hará la Asamblea 
Legislativa mediante el voto calificado de dos terceras partes de sus miembros 
presentes. 
 
Controversias Constitucionales 
 
En términos de la presente reforma, las alcaldías de la Ciudad de México que 
sustituirán a las actuales delegaciones, gozarán de personalidad jurídica. En ese 
sentido, se les incluye dentro de las entidades que pueden recurrir a la figura de la 
Controversia Constitucional en contra de otras alcaldías, los poderes en la Ciudad 
de México, otros estados, municipios o la Federación. En consecuencia, las 
alcaldías también podrán ser sujeto demandado en tales controversias 
constitucionales. 
Inversión del principio de competencias residuales entre la Federación y la Ciudad 
de México 
 
Actualmente, el artículo 124 de la Constitución establece que las facultades que 
no están expresamente concedidas por esta Constitución a los funcionarios 
federales, se entienden reservadas a los Estados. Por el contrario, en el caso del 



Distrito Federal, sus órganos de gobierno y sus delegaciones, en términos del 
artículo 122 constitucional, sólo pueden actuar respecto de aquellas materias para 
las que se encuentran expresamente facultadas. Esta disposición pone en una 
situación de desventaja a la Ciudad de México respecto de las entidades 
federativas, pues éstas gozan de un esquema de competencias residual respecto 
a la Federación, es decir, que pueden actuar de manera enunciativa y no 
limitativa, salvo que la Constitución diga expresamente lo contrario, por tratarse de 
atribuciones federales. Por el contrario, la Ciudad de México está hoy en día, 
impedida para actuar en todo aquello que escape de sus facultades enunciadas de 
manera limitativa en la propia Constitución Federal. Por ello, se propone invertir 
dicho principio, e incluir a la Ciudad de México en la misma categoría de la que 
gozan las entidades federativas en materia de competencias. En adelante, la 
Ciudad de México podría actuar y legislar en todas aquellas materias que no se 
encuentren expresamente reservadas para las autoridades federales. 
Estatuto Constitucional de la Ciudad de México 
 
Las reformas al Estatuto Constitucional ya no serían instrumentadas por el 
Congreso de la Unión, sino por la Asamblea Legislativa de la Ciudad de México, 
mediante el voto calificado de las dos terceras partes de los diputados que la 
integran, y para que dichas reformas surtan efectos, se requiere que las mismas 
sean aprobadas por la mitad más uno de las Alcaldías de la Ciudad de México. La 
propia Asamblea Legislativa hará el cómputo de los votos de las Alcaldías, y la 
declaración de que las reformas fueron aprobadas. 
IV. Facultades y atribuciones de los Poderes Federales en la Ciudad de México 
Seguridad Pública 
 
El Presidente de la República conservará el mando de la fuerza pública de la 
Ciudad de México, en términos de la fracción VII del artículo 115 de la 
Constitución. De igual forma, el Presidente de la República, conservará la 
atribución de designar al servidor público que tenga a su cargo el mando de dicha 
fuerza, a propuesta del Gobernador de la Ciudad de México, y de removerlo 
libremente, motu proprio, o a solicitud de aquél. 
Remoción del Gobernador del Distrito Federal y nombramiento de sustituto 
 
El Senado de la República conservará la atribución exclusiva para remover al 
Gobernador de la Ciudad de México por causas graves que afecten las relaciones 
con los Poderes de la Unión o el orden público en el Distrito Federal, tal y como lo 
dispone el numeral F, de la Base Quinta, del artículo 122 constitucional, pero en 
adelante sólo podrá hacerlo dicha Cámara funcionando en Pleno, y ya no 
mediante la Comisión Permanente. Los criterios aritméticos para hacerlo, 
permanecerán inalterables. 
Deuda Pública 
 
La Ciudad de México no es un estado de la República, sino una entidad sui 
generis, sede de los Poderes de la Unión, capital del país y parte sustancial de 
una gran zona metropolitana. Debemos atender también al grave y creciente 
endeudamiento por el que atraviesanvarias de las entidades federativas, mismo 



que pone en riesgo la viabilidad de sus gobiernos y el bienestar presente y futuro 
de sus habitantes, y que ha derivado a partir de 2012 en la creación de 
mecanismos de control por parte del Congreso de la Unión. Conforme a lo 
anterior,es imperioso conservar el esquema de atribuciones que en materia de 
deuda pública de la Ciudad de México, tienen los poderes de la Unión. Tal y como 
lo refieren la fracción VIII del artículo 73; la fracción III del Apartado B; y el párrafo 
tercero, del inciso b), de la fracción V, de la BASE PRIMERA; todos del artículo 
122 de la Constitución. 
De igual manera, se propone no incluir en la presente reforma, ningún fondo o 
partida especial, para hacer frente a contingencias ocasionadas a causa de 
omisiones del Gobierno de la Ciudad de México en el cumplimiento de sus 
responsabilidades. 
 
Indultos 
 
En tanto que la sede de su gobierno es la Ciudad de México, y conforme al mando 
de la fuerza pública que tiene en la misma, el presidente de la República 
conservará la atribución, única en el país, de conceder indultos a los reos 
sentenciados por delitos del orden común en la Ciudad de México. 
Estatuto Constitucional de la Ciudad de México 
 
Después de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el más 
importante ordenamiento jurídico de la Ciudad de México, será el Estatuto 
Constitucional de la Ciudad de México, que sustituiría al actual Estatuto de 
Gobierno del Distrito Federal. A efecto de garantizar que su contenido refleje la 
composición pluricultural y la diversidad política de la Ciudad de México, y de que 
el mismo se sujete a los principios y al espíritu de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, dicho Estatuto Constitucional sería creado por la 
actual Legislatura del Congreso de la Unión, conforme a los mecanismos que para 
la creación de leyes y decretos federales, se disponen en el artículo 72 de la 
Constitución. 
V. Conformación y gobierno interior de la Asamblea Legislativa de la Ciudad de 
México 
En armonía a como ocurre con el Poder Legislativo Federal, se establece la 
obligación de que la presidencia de la Comisión de Gobierno de la Asamblea 
Legislativa y la Mesa Directiva, sean rotativas de manera anual, entre los partidos 
que por sí mismos, obtengan en la legislatura de que se trate, un porcentaje de 
curules de por lo menos el 16% del total. Asimismo, deberán de funcionar de 
manera similar a como lo hacen sus equivalentes en las Cámaras del Congreso de 
la Unión. 
Desaparece la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa, y se 
sustituye por una Auditoría Superior de la Ciudad de México, dotada de plena 
autonomía, y cuyo titular será electo por el voto calificado de las dos terceras 
partes de los diputados presentes. 
VI. Alcaldías 
La pluralidad y la representatividad son dos de los principios que sustentan toda 
democracia y le dan sentido. Estas características, aún con sus enormes 



insuficiencias y deficiencias, son hoy una realidad en la representación legislativa 
de la Ciudad de México, pero no lo son en el gobierno más cercano a los 
ciudadanos: las hasta hoy conocidas como Delegaciones. 
Ese nivel de gobierno está en contacto directo con la población. Debe ser capaz 
de reflejar su pluralidad política y atender oportuna y eficazmente sus exigencias. 
La delegación sigue siendo el punto central de atención a las principales 
demandas ciudadanas, es quien conoce las necesidades más sentidas de sus 
habitantes y paradójicamente, es la de menor capacidad de resolución por las 
condiciones acotadas de actuación en que se encuentra: subordinadas por 
completo al gobierno de la Ciudad, que respecto de ellas, concentra y centraliza la 
mayor parte de las atribuciones que debiera tener, lo que les resta capacidad de 
gestión ante los ciudadanos. De ahí que se requiera revertir en muchas materias, 
esa centralización. 
La descentralización es un principio asociado al fortalecimiento de la democracia, 
implica la transferencia del poder de decisión y ejecución de políticas públicas, en 
este caso, a las delegaciones, pero también a sus habitantes. Para ello, es 
importante considerar al menos tres aspectos: 
1) la transferencia de competencias administrativas; 
2) los recursos para poder asumir las diversas competencias; y 
3) la capacidad política y jurídica para tomar decisiones acerca de cómo 
administrar las funciones y los recursos descentralizados. 
 
Creación de Alcaldías con personalidad jurídica y patrimonio propio 
 
Los órganos político administrativos no tienen la condición de gobierno local. Son, 
en estricto sentido, y así lo establecen las disposiciones señaladas, órganos 
desconcentrados. La única autoridad ejecutiva reconocida es el Jefe de Gobierno, 
por lo tanto los jefes delegacionales son legalmente subordinados de éste. 
La “autonomía funcional” destacada en las leyes para las delegaciones, no se 
concreta en mecanismos de operación adecuados. Existe una alta dependencia 
del gobierno central para cumplir con las atribuciones establecidas. Hay una 
dicotomía expresada de manera constante, cuando se supedita el quehacer 
delegacional a las disposiciones que establezcan las dependencias centrales. 
Cuanto y más, cuando existe una consideración de menosprecio a las 
capacidades de ejecución de las delegaciones. La tendencia observaba desde el 
año 2006 ha sido la de reducir los márgenes de actuación de las delegaciones [1]. 
Por las razones expuestas, se propone: 
 
Modificar la denominación de órgano político administrativo por el de Alcaldía. 
Dar reconocimiento al Alcalde como autoridad local. 
Dotar a las alcaldías de personalidad jurídica y patrimonio propio. 
Capacidad jurídica para suscribir convenios con la Federación, municipios, otras 
alcaldías, empresas, OSC y otras instituciones. 
Tener la facultad de emitir el Reglamento Interior que regirá cada Alcaldía. 
Contar con atribuciones plenas en materia de verificación, facultades para la 
atención de servicios en vialidades primarias; emisión de usos de suelo, entre 
otras. 



Cuerpos colegiados de gobierno 
 
En la actualidad, los jefes delegacionales no tienen un contrapeso en el ejercicio 
de su gestión, por lo que se debe considerar la existencia de un órgano colegiado 
—de manera similar al cabildo— que permita la representación proporcional de los 
distintos partidos políticos. 
Se propone: 
 
Crear un cuerpo de carácter edilicio denominado Concejo de la Alcaldía que 
incorpore de manera proporcional la representación política (votación por 
planillas). 
Integrado por concejales, cuyo número se determinará de acuerdo a criterios 
demográficos. 
Integración del Concejo de la Alcaldía que garantice la gobernabilidad (50% + 1). 
Los concejales percibirán una remuneración adecuada e irrenunciable por el 
desempeño de su función, la que será proporcional a sus responsabilidades, y 
será determinada en términos de los artículos 122 y 127 de la Constitución. 
VII. Coordinación metropolitana 
El 60% de los mexicanos radica en alguna de las 59 zonas metropolitanas 
(integradas por 367 municipios). Si bien las zonas metropolitanas abarcan apenas 
un 7% del territorio nacional, generan el 75% del PIB nacional. Sin embargo, en 
ellas persisten rezagos en materia de equipamientos, infraestructura y servicios 
urbanos básicos. Hay crisis de vivienda, pobreza urbana y fenómenos de 
exclusión social. 
 
Aunque su tamaño supone un reto de gobierno y administración, el verdadero 
problema radica en la capacidad de garantizar que las autoridades estatales y 
municipales se coordinen, al margen de consideraciones políticas o partidistas y 
limitaciones temporales de cada gestión. 
 
Se requiere de un diseño institucional responsable y viable que permita la toma de 
decisiones con autoridad sobre temas compartidos entre las entidades que 
conforman la Zona Metropolitana del Valle de México (ZMVM). Es decir, un 
esquema que dé soluciones con certidumbre a problemas de servicios públicos 
como transporte público y movilidad, agua, manejo de residuos sólidos y, desde 
luego, seguridad. 
 
Declaratoria constitucional de creación de zonas metropolitanas 
 
Las coordinaciones metropolitanas establecidas de acuerdo a la fracción VI del 
artículo 115 de la Constitución no han tenido la eficacia debida por carecer de 
fuerza legal y constitucional [2]. No se han podido establecer organismos 
metropolitanos de servicios con autonomía de gestión para ofrecer servicios de 
calidad con visión de largo plazo. 
En marzo de 1998 se elaboró el Programa de Ordenación de la Zona 
Metropolitana del Valle de México y se creó la Comisión Ejecutiva de Coordinación 



Metropolitana. Desde su instalación y hasta finales de 2000 la Comisión se reunió 
solamente en tres ocasiones. 
Es necesaria la coordinación legislativa interestatal que permita plantear 
problemas metropolitanos y emprender políticas públicas conjuntas. La solución 
de estos problemas no puede depender de la voluntad política de los titulares del 
poder ejecutivo en cada entidad, se requiere de la interlocución entre los 
congresos estatales y la Asamblea Legislativa de la Ciudad de México. Con la 
finalidad de superar estos obstáculos y garantizar la viabilidad financiera y el 
mandato vinculante de la coordinación metropolitana se propone: 
Se contempla establecer en el artículo 73, una nueva facultad al Congreso de la 
Unión, para legislar en materia de zonas metropolitanas, y para emitir, previo 
dictamen favorable del Instituto Nacional de Estadística y Geografía, a solicitud de 
alguna legislatura local involucrada, la declaratoria de existencia de aquéllas, 
obligando a los congresos locales, la Asamblea Legislativa de la Ciudad de 
México, y a los municipios o alcaldías involucradas, a crear entidades de gestión 
metropolitana, en términos de un agregado que se hace al artículo 116. 
 
Creación de entidades de gestión metropolitana con personalidad jurídica, 
autonomía y presupuesto 
 
Tales autoridades de carácter metropolitano gozarían de un mandato vinculante 
como entidades de coordinación, gestión y regulación entre los distintos órdenes 
de gobierno. Con ello, se pretende la gobernabilidad en las zonas metropolitanas 
mediante instancias o mecanismos que permitan llevar a cabo una mejor gestión 
sectorial y territorial; impulsar la homologación normativa en aspectos 
administrativos, hacendarios y de inversión; y definir políticas a largo plazo que 
trasciendan los periodos de gobierno locales y que den sustento al diseño de 
presupuestos de municipios y entidades federativas. 
Siendo así por mandato de los gobiernos locales, de los municipios y alcaldías que 
conformen una zona metropolitana, tales organismos: 
 
Se conformarían legalmente como instituciones/autoridades metropolitanas con 
personalidad jurídica y atribuciones transversales a los tres órdenes de gobierno. 
Con presupuestos multianuales necesarios para el cumplimiento de sus fines. 
Con participación ciudadana en la planeación y formulación de presupuesto. 
Generarían de diagnósticos, estudios y programas integrales de desarrollo 
metropolitano. 
Invertirían en obras de infraestructura metropolitana. 
Además de las materias establecidas en la fracción III del artículo 115 
constitucional, tales entidades tendrían competencia para regular entre otras, en 
materia de: 
 
Movilidad; 
Asentamientos humanos; 
Desarrollo urbano; 
Protección al ambiente; 
Preservación y restauración del equilibrio ecológico 



Transporte y vialidades; y 
Protección civil 
Inclusión de las zonas metropolitanas en el Plan Nacional de Desarrollo 
 
Gran parte de los problemas de la Zona Metropolitana del Valle de México, y de 
otras más en el país, es consecuencia de una falla estructural en la planeación de 
sus objetivos y metas a mediano y largo plazo. Las zonas metropolitanas gozan de 
una dinámica y de necesidades distintas a la de las entidades federativas en lo 
general, y de los municipios en lo particular. Son micro zonas con una vida propia, 
pero también representan regiones cuya trascendencia económica y demográfica 
son sustantivas para el país. Esto implica la necesidad de no sólo contemplar en 
las mismas, la suma de esfuerzos entre los tres órdenes de gobierno, sino también 
de prever para ellas un eje articulador en materia de planeación. Lo anterior para 
evitar la dispersión de objetivos y de rutas, como sucede en la actualidad. Hoy en 
día, los planes y programas para los municipios y las actuales delegaciones 
políticas de la Zona Metropolitana del Valle de México, obedecen a planteamientos 
de un cabildo, o de un gobierno estatal, que no necesariamente toman en cuenta 
las necesidades de las delegaciones políticas del Distrito Federal, ni de su 
gobierno; o viceversa. Es por ello, que se propone insertar un agregado al artículo 
26 constitucional en materia de planeación nacional, para que el Ejecutivo tome en 
cuenta a las zonas metropolitanas, como una categoría territorial más, a la hora de 
establecer convenios y acciones para realizar su elaboración y ejecución. 
VIII. Ciudadanización de los órganos autónomos y de la Contraloría General 
Se busca lograr una verdadera independencia y fortalecimiento jurídico y operativo 
de los órganos autónomos, mediante la postulación de candidaturas abiertas a la 
ciudadanía, con requisitos de especialización y experiencia; lo cual abonará a la 
profesionalización de tales instituciones, así como a robustecer su actuar 
conforme a criterios de objetividad, imparcialidad y de transparencia y rendición de 
cuentas. Con ese propósito se plantea: 
Una designación escalonada en la renovación de los órganos autónomos. 
La designación de los miembros de los órganos autónomos mediante el voto 
calificado de las dos terceras partes de los diputados integrantes de la Asamblea 
Legislativa 
Por todo lo expuesto anteriormente, los que suscribimos la presente iniciativa, 
proponemos la aprobación del siguiente 
 
DECRETO 
 
ARTÍCULO ÚNICO: Se reforman los artículos 3°, 6°, 17, 18, 21, 26, 27, 31, 41, 43, 
44, 55, 56, 71, 73, 76, 79, 82, 89, 95, 101, 102, 103, 105, 106, 108, 109, 110, 111, 
116, 119, 122, 123, 124, 127, 131, 134, 135, así como la denominación del Título 
Quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar 
como sigue: 
 
Primero. Se reformael primer párrafo y la fracción III del artículo 3°, para quedar en 
los siguientes términos: 



“Artículo 3o. Todo individuo tiene derecho a recibir educación. El Estado –
Federación, Estados, Ciudad de México y Municipios–, impartirá educación 
preescolar, primaria, secundaria y media superior. La educación preescolar, 
primaria y secundaria conforman la educación básica; ésta y la media superior 
serán obligatorias. 
… 
III.Para dar pleno cumplimiento a lo dispuesto en el segundo párrafo y en la 
fracción II, el Ejecutivo Federal determinará los planes y programas de estudio de 
la educación preescolar, primaria, secundaria y normal para toda la República. 
Para tales efectos, el Ejecutivo Federal considerará la opinión de los gobiernos de 
los Estados y de la Ciudad de México, así como de los diversos sectores sociales 
involucrados en la educación, los maestros y los padres de familia en los términos 
que la ley señale. Adicionalmente, el ingreso al servicio docente y la promoción a 
cargos con funciones de dirección o de supervisión en la educación básica y 
media superior que imparta el Estado, se llevarán a cabo mediante concursos de 
oposición que garanticen la idoneidad de los conocimientos y capacidades que 
correspondan. La ley reglamentaria fijará los criterios, los términos y condiciones 
de la evaluación obligatoria para el ingreso, la promoción, el reconocimiento y la 
permanencia en el servicio profesional con pleno respeto a los derechos 
constitucionales de los trabajadores de la educación. Serán nulos todos los 
ingresos y promociones que no sean otorgados conforme a la ley. Lo dispuesto en 
este párrafo no será aplicable a las Instituciones a las que se refiere la fracción VII 
de este artículo; 
… 
Segundo.Se reforma el Apartado “A” del artículo 3°, para quedar en los siguientes 
términos: 
“Artículo 6o. … 
… 
 
Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los 
Estados y la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, se 
regirán por los siguientes principios y bases: 
... 
Tercero. Se reforma el séptimo párrafo del artículo 17, para quedar en los 
siguientes términos: 
“Artículo 17. … 
… 
La Federación, los Estados y la Ciudad de México garantizarán la existencia de un 
servicio de defensoría pública de calidad para la población y asegurarán las 
condiciones para un servicio profesional de carrera para los defensores. Las 
percepciones de los defensores no podrán ser inferiores a las que correspondan a 
los agentes del Ministerio Público. 
… 
Cuarto. Se reforman los párrafos tercero y cuarto del artículo 18, para quedar en 
los siguientes términos: 
“Artículo 18. … 
… 



La Federación, los Estados y la Ciudad de México podrán celebrar convenios para 
que los sentenciados por delitos del ámbito de su competencia extingan las penas 
en establecimientos penitenciarios dependientes de una jurisdicción diversa. 
 
La Federación, los Estados y la Ciudad de México establecerán, en el ámbito de 
sus respectivas competencias, un sistema integral de justicia que será aplicable a 
quienes se atribuya la realización de una conducta tipificada como delito por las 
leyes penales y tengan entre doce años cumplidos y menos de dieciocho años de 
edad, en el que se garanticen los derechos fundamentales que reconoce esta 
Constitución para todo individuo, así como aquellos derechos específicos que por 
su condición de personas en desarrollo les han sido reconocidos. Las personas 
menores de doce años que hayan realizado una conducta prevista como delito en 
la ley, solo serán sujetos a rehabilitación y asistencia social.  
… 
Quinto. Se reforma el noveno párrafo y el inciso a) del artículo 21, para quedar en 
los siguientes términos: 
“Artículo 21. … 
… 
La seguridad pública es una función a cargo de la Federación, la Ciudad de 
México, los Estados y los Municipios, que comprende la prevención de los delitos; 
la investigación y persecución para hacerla efectiva, así como la sanción de las 
infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas 
competencias que esta Constitución señala. La actuación de las instituciones de 
seguridad pública se regirá por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, 
profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en esta 
Constitución.  
… 
 
La regulación de la selección, ingreso, formación, permanencia, evaluación, 
reconocimiento y certificación de los integrantes de las instituciones de seguridad 
pública. La operación y desarrollo de estas acciones será competencia de la 
Federación, la Ciudad de México, los Estados y los municipios en el ámbito de sus 
respectivas atribuciones. 
… 
Sexto. Se reforma el apartado B del artículo 26, para quedar en los siguientes 
términos: 
“Artículo 26. … 
 
  
… 
… 
La ley facultará al Ejecutivo para que establezca los procedimientos de 
participación y consulta popular en el sistema nacional de planeación democrática, 
y los criterios para la formulación, instrumentación, control y evaluación del plan y 
los programas de desarrollo. Asimismo, determinará los órganos responsables del 
proceso de planeación y las bases para que el Ejecutivo Federal coordine 
mediante convenios con los gobiernos de las entidades federativas y con las 



zonas metropolitanas declaradas, e induzca y concierte con los particulares las 
acciones a realizar para su elaboración y ejecución. 
… 
 
El Estado contará con un Sistema Nacional de Información Estadística y 
Geográfica cuyos datos serán considerados oficiales. Para la Federación, estados, 
Ciudad de México, municipiosy alcaldías, los datos contenidos en el Sistema serán 
de uso obligatorio en los términos que establezca la ley. 
… 
Séptimo. Se reforma la fracción VI del artículo 27, para quedar en los siguientes 
términos: 
“Artículo 27. … 
 
… 
VI. Los estados y los municipios de toda la República, lo mismo que la Ciudad de 
México y sus alcaldías, tendrán plena capacidad para adquirir y poseer todos los 
bienes raíces necesarios para los servicios públicos. 
 
Las leyes de la Federación, de los Estados y de la Ciudad de México en sus 
respectivas jurisdicciones, determinarán los casos en que sea de utilidad pública la 
ocupación de la propiedad privada, y de acuerdo con dichas leyes la autoridad 
administrativa hará la declaración correspondiente. El precio que se fijará como 
indemnización a la cosa expropiada, se basará en la cantidad que como valor 
fiscal de ella figure en las oficinas catastrales o recaudadoras, ya sea que este 
valor haya sido manifestado por el propietario o simplemente aceptado por él de 
un modo tácito por haber pagado sus contribuciones con esta base. El exceso de 
valor o el demérito que haya tenido la propiedad particular por las mejoras o 
deterioros ocurridos con posterioridad a la fecha de la asignación del valor fiscal, 
será lo único que deberá quedar sujeto a juicio pericial y a resolución judicial. Esto 
mismo se observará cuando se trate de objetos cuyo valor no esté fijado en las 
oficinas rentísticas. 
 
… 
 
Octavo. Se reforma la fracción IV del artículo 31, para quedar en los siguientes 
términos: 
 
“Artículo 31. … 
 
… 
 
IV. Contribuir para los gastos públicos, así de la Federación, como de la Ciudad de 
México o del Estado y Municipio en que residan, de la manera proporcional y 
equitativa que dispongan las leyes. 
 
… 
 



Noveno. Se reforman las fracciones I; II, inciso a); III, Apartado A, último párrafo; y 
el apartado C), segundo párrafo; todos del artículo 41, para quedar en los 
siguientes términos: 
 
“Artículo 41. … 
 
… 
 
I.  Los partidos políticos son entidades de interés público; la ley determinará las 
normas y requisitos para su registro legal y las formas específicas de su 
intervención en el proceso electoral. Los partidos políticos nacionales tendrán 
derecho a participar en las elecciones estatales, municipales y en las de la Ciudad 
de México y sus alcaldías. 
 
… 
 
II. … 
 
a)    El financiamiento público para el sostenimiento de sus actividades ordinarias 
permanentes se fijará anualmente, multiplicando el número total de ciudadanos 
inscritos en el padrón electoral por el sesenta y cinco por ciento del salario mínimo 
diario vigente para la Ciudad de México. El treinta por ciento de la cantidad que 
resulte de acuerdo a lo señalado anteriormente, se distribuirá entre los partidos 
políticos en forma igualitaria y el setenta por ciento restante de acuerdo con el 
porcentaje de votos que hubieren obtenido en la elección de diputados inmediata 
anterior. 
 
III. … 
 
… 
 
Apartado A. … 
 
… 
 
g)    ... 
 
Las disposiciones contenidas en los dos párrafos anteriores deberán ser 
cumplidas en el ámbito de los estados y de la Ciudad de México conforme a la 
legislación aplicable. 
 
… 
 
Apartado C. … 
 
Durante el tiempo que comprendan las campañas electorales federales y locales y 
hasta la conclusión de la respectiva jornada comicial, deberá suspenderse la 



difusión en los medios de comunicación social de toda propaganda 
gubernamental, tanto de los poderes federales, estatales y de la Ciudad de 
México, como de los municipios, alcaldías y cualquier otro ente público. Las únicas 
excepciones a lo anterior serán las campañas de información de las autoridades 
electorales, las relativas a servicios educativos y de salud, o las necesarias para la 
protección civil en casos de emergencia. 
 
… 
 
Décimo. Se reforma el artículo 43, para quedar en los siguientes términos: 
 
“Artículo 43. Las partes integrantes de la Federación son los Estados de 
Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, Campeche, Coahuila de 
Zaragoza, Colima, Chiapas, Chihuahua, Durango, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, 
Jalisco, México, Michoacán, Morelos, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, 
Querétaro, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, Tabasco, 
Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán, Zacatecas y la Ciudad de México.” 
 
Undécimo. Se reforma el artículo 44, para quedar en los siguientes términos: 
 
“Artículo 44. La Ciudad de México es la sede de los Poderes de la Unión y Capital 
de los Estados Unidos Mexicanos. Se compondrá del territorio que actualmente 
tiene y en el caso de que los poderes Federales se trasladen a otro lugar, se 
erigirá en el Estado del Valle de México con los límites y extensión que le asigne el 
Congreso General.” 
 
Duodécimo. Se reforma la fracción V del artículo 55, para quedar como sigue: 
 
“Artículo 55. … 
 
… 
 
V. ... 
… 
Los Gobernadores de los Estados y de la Ciudad de México no podrán ser electos 
en las entidades de sus respectivas jurisdicciones durante el periodo de su 
encargo, aun cuando se separen definitivamente de sus puestos. 
 
Los Secretarios del Gobierno de los Estados y de la Ciudad de México, los 
Magistrados y Jueces Federales o del Estado o de la Ciudad de México, así como 
los Presidentes Municipales y Alcaldes en el caso de la Ciudad de México, no 
podrán ser electos en las entidades de sus respectivas jurisdicciones, si no se 
separan definitivamente de sus cargos noventa días antes del día de la elección; 
…” 
Décimo tercero. Se reforma el primer párrafo del artículo 56, para quedar como 
sigue: 



“Artículo 56. La Cámara de Senadores se integrará por ciento veintiocho 
senadores, de los cuales, en cada Estado y en la Ciudad de México, dos serán 
elegidos según el principio de votación mayoritaria relativa y uno será asignado a 
la primera minoría. Para estos efectos, los partidos políticos deberán registrar una 
lista con dos fórmulas de candidatos. La senaduría de primera minoría le será 
asignada a la fórmula de candidatos que encabece la lista del partido político que, 
por sí mismo, haya ocupado el segundo lugar en número de votos en la entidad de 
que se trate.” 
… 
Décimo cuarto. Se reforma la fracción III del artículo 71, para quedar como sigue: 
“Artículo 71. … 
III. A las Legislaturas de los Estados y de la Ciudad de México; y 
…” 
Décimo quinto. Se reforman las fracciones VIII, XXI, XXIII, XXVIII, XXIX-I, XXIX-J, 
XXIX-K, XXIX-N, XXIX-Ñ y XXIX-P del artículo 73, para quedar como sigue: 
“Artículo 73. … 
… 
VIII.        Para dar bases sobre las cuales el Ejecutivo pueda celebrar empréstitos 
sobre el crédito de la Nación, para aprobar esos mismos empréstitos y para 
reconocer y mandar pagar la deuda nacional. Ningún empréstito podrá celebrarse 
sino para la ejecución de obras que directamente produzcan un incremento en los 
ingresos públicos, salvo los que se realicen con propósitos de regulación 
monetaria, las operaciones de conversión y los que se contraten durante alguna 
emergencia declarada por el Presidente de la República en los términos del 
artículo 29. Asimismo, aprobar anualmente los montos de endeudamiento que 
deberán incluirse en la ley de ingresos, que en su caso requiera el Gobierno de la 
Ciudad de México y las entidades de su sector público, conforme a las bases de la 
ley correspondiente. El Ejecutivo Federal informará anualmente al Congreso de la 
Unión sobre el ejercicio de dicha deuda a cuyo efecto el Gobernador de la Ciudad 
de México le hará llegar el informe que sobre el ejercicio de los recursos 
correspondientes hubiere realizado. El Gobernador de la Ciudad de México 
informará igualmente a la Asamblea Legislativa de la Ciudad de México, al rendir 
la cuenta pública; 
… 
XXI.         Para establecer los delitos y las faltas contra la Federación y fijar los 
castigos que por ellos deban imponerse; expedir leyes generales en materias de 
secuestro, y trata de personas, que establezcan, como mínimo, los tipos penales y 
sus sanciones, la distribución de competencias y las formas de coordinación entre 
la Federación, la Ciudad de México, los Estados y los Municipios; así como legislar 
en materia de delincuencia organizada. … 
…  
XXIII.             Para expedir leyes que establezcan las bases de coordinación entre 
la Federación, la Ciudad de México, los Estados y los Municipios, así como para 
establecer y organizar a las instituciones de seguridad pública en materia federal, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 21 de esta Constitución. 
… 



XXVIII.          Para expedir leyes en materia de contabilidad gubernamental que 
regirán la contabilidad pública y la presentación homogénea de información 
financiera, de ingresos y egresos, así como patrimonial, para la Federación, los 
estados, los municipios, la Ciudad de México y sus alcaldías, a fin de garantizar su 
armonización a nivel nacional; 
… 
XXIX-I.          Para expedir leyes que establezcan las bases sobre las cuales la 
Federación, los estados, la Ciudad de México, los municipios y las alcaldías, 
coordinarán sus acciones en materia de protección civil, y 
XXIX-J.          Para legislar en materia de cultura física y deporte con objeto de 
cumplir lo previsto en el artículo 4o. de esta Constitución, estableciendo la 
concurrencia entre la Federación, los Estados, la Ciudad de México, los municipios 
y las alcaldías; así como de la participación de los sectores social y privado; 
XXIX-K.         Para expedir leyes en materia de turismo, estableciendo las bases 
generales de coordinación de las facultades concurrentes entre la Federación, 
Estados, Municipios y la Ciudad de México y sus Alcaldías, así como la 
participación de los sectores social y privado. 
…  
XXIX-N.         Para expedir leyes en materia de constitución, organización, 
funcionamiento y extinción de las sociedades cooperativas. Estas leyes 
establecerán las bases para la concurrencia en materia de fomento y desarrollo 
sustentable de la actividad cooperativa de la Federación, Estados y Municipios, así 
como de la Ciudad de México y sus Alcaldías, en el ámbito de sus respectivas 
competencias. 
 
XXIX-Ñ.         Para expedir leyes que establezcan las bases sobre las cuales la 
Federación, los Estados, los Municipios y la Ciudad de México y sus Alcaldías 
coordinarán sus acciones en materia de cultura, salvo lo dispuesto en la fracción 
XXV de este artículo. Asimismo, establecerán los mecanismos de participación de 
los sectores social y privado, con objeto de cumplir los fines previstos en el párrafo 
noveno del artículo 4o. de esta Constitución.  
… 
XXIX-P.         Expedir leyes que establezcan la concurrencia de la Federación, los 
Estados, la Ciudad de México, los Municipios y las Alcaldías, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes, 
velando en todo momento por el interés superior de los mismos y cumpliendo con 
los tratados internacionales de la materia, de los que México sea parte. 
… 
XXIX-R.         Para expedir leyes en materia de zonas metropolitanas, y de 
declaración de existencia de éstas, previo dictamen favorable del Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía, a solicitud de alguna legislatura local 
involucrada. 
… 
Décimo sexto. Se reforma la fracción IX del artículo 76, para quedar como sigue: 
“Artículo 76. … 
IX. Nombrar y remover al Gobernador de la Ciudad de México en los supuestos 
previstos en esta Constitución; 



…” 
Décimo séptimo.Se reforma la fracción I del artículo 79, para quedar como sigue: 
“Artículo 79. … 
… 
 
… 
También fiscalizará directamente los recursos federales que administren o ejerzan 
los estados, los municipios, la Ciudad de México y sus alcaldías, con excepción de 
las participaciones federales; asimismo, fiscalizará los recursos federales que se 
destinen y se ejerzan por cualquier entidad, persona física o moral, pública o 
privada, y los transferidos a fideicomisos, mandatos, fondos o cualquier otra figura 
jurídica, de conformidad con los procedimientos establecidos en las leyes y sin 
perjuicio de la competencia de otras autoridades y de los derechos de los usuarios 
del sistema financiero.  
…” 
Décimo octavo.Se reforma la fracción IV del artículo 82, para quedar como sigue: 
“Artículo 82. … 
… 
VI. No ser Secretario o subsecretario de Estado, Procurador General de la 
República, gobernador de algún Estado o de la Ciudad de México, a menos de 
que se separe de su puesto seis meses antes del día de la elección; y 
…” 
Décimo noveno. Se reforma la fracción XIV del artículo 89, para quedar como 
sigue: 
“Artículo 89. … 
… 
XIV. Conceder, conforme a las leyes, indultos a los reos sentenciados por delitos 
de competencia de los tribunales federales y a los sentenciados por delitos del 
orden común, en la Ciudad de México; 
… 
Vigésimo. Se reforma la fracción VI del artículo 95, para quedar como sigue: 
“Artículo 95. … 
… 
VI. No haber sido Secretario de Estado, Procurador General de la República o de 
Justicia de la Ciudad de México, senador, diputado federal ni gobernador de algún 
Estado o de la Ciudad de México, durante el año previo al día de su 
nombramiento. 
… 
Vigésimo primero. Se reforma el primer párrafo del artículo 101, para quedar como 
sigue: 
“Artículo 101. Los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, los Magistrados de 
Circuito, los Jueces de Distrito, los respectivos secretarios, y los Consejeros de la 
Judicatura Federal, así como los Magistrados de la Sala Superior del Tribunal 
Electoral, no podrán, en ningún caso, aceptar ni desempeñar empleo o encargo de 
la Federación, de los Estados, de la Ciudad de México o de particulares, salvo los 
cargos no remunerados en asociaciones científicas, docentes, literarias o de 
beneficencia. 



…” 
Vigésimo segundo.Se reforman los párrafos quinto y últimodel Apartado B, del 
artículo 102, para quedar como sigue: 
“Artículo 102. … 
… 
B. … 
… 
Las Constituciones de los Estados y el Estatuto Constitucional de la Ciudad de 
México establecerán y garantizarán la autonomía de los organismos de protección 
de los derechos humanos. 
… 
… 
La Comisión Nacional de los Derechos Humanos podrá investigar hechos que 
constituyan violaciones graves de derechos humanos, cuando así lo juzgue 
conveniente o lo pidiere el Ejecutivo Federal, alguna de las Cámaras del Congreso 
de la Unión, el gobernador de un Estado, el gobernador de la Ciudad de México o 
las legislaturas de las entidades federativas.” 
Vigésimo tercero. Se reforman las fracciones II y III del artículo 103, para quedar 
como sigue: 
“Artículo 103. … 
… 
II.        Por normas generales o actos de la autoridad federal que vulneren o 
restrinjan la soberanía de los estados o de la Ciudad de México, y 
 
III.      Por normas generales o actos de las autoridades de los Estados o de la 
Ciudad de México que invadan la esfera de competencia de la autoridad federal.” 
 
Vigésimo cuarto. Se reforman los incisos a), b), c), e), f), g), h), i), j) y k) de la 
fracción I; y los incisos a), b), c), e) y g) de la fracción II, todos del artículo 105, 
para quedar como sigue: 
“Artículo 105. … 
… 
 
… 
a) La Federación y un Estado o la Ciudad de México; 
b) La Federación y un municipio o una alcaldía; 
c)El Poder Ejecutivo y el Congreso de la Unión; aquél y cualquiera de las Cámaras 
de éste o, en su caso, la Comisión Permanente, sean como órganos federales o 
de la Ciudad de México; 
… 
e) Un Estado y la Ciudad de México; 
f)La Ciudad de México y un municipio; 
g) Dos municipios de diversos Estados o dos alcaldías de la Ciudad de México; 
h) Un municipio y una alcaldía; 
i) Dos Poderes de un mismo Estado, sobre la constitucionalidad de sus actos o 
disposiciones generales; 



j) Un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o 
disposiciones generales; 
k) Un Estado y un municipio de otro Estado, sobre la constitucionalidad de sus 
actos o disposiciones generales; 
l) Dos órganos de gobierno de la Ciudad de México, o entre cualquiera de éstos y 
las alcaldías, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales, y 
… 
 
… 
… 
a)El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión, en contra de leyes federales o de la Ciudad 
de México expedidas por el Congreso de la Unión; 
b)El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes del Senado, en 
contra de leyes federales o dela Ciudad de México expedidas por el Congreso de 
la Unión o de tratados internacionales celebrados por el Estado Mexicano; 
c)El Procurador General de la República, en contra de leyes de carácter federal, 
estatal y de la Ciudad de México, así como de tratados internacionales celebrados 
por el Estado Mexicano; 
… 
e) El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la Asamblea 
Legislativa de la Ciudad de México, en contra de leyes expedidas por la propia 
Asamblea, y 
… 
g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de 
carácter federal, estatal y de la Ciudad de México, así como de tratados 
internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de 
la República, que vulneren los derechos humanos consagrados en esta 
Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. 
Asimismo, los organismos de protección de los derechos humanos equivalentes 
en los estados de la República, en contra de leyes expedidas por las legislaturas 
locales y la Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de México, en contra de 
leyes emitidas por la Asamblea Legislativa de la Ciudad de México.” 
… 
Vigésimo quinto. Se reforma el artículo 106, para quedar como sigue: 
“Artículo 106.Corresponde al Poder Judicial de la Federación, en los términos de 
la ley respectiva, dirimir las controversias que, por razón de competencia, se 
susciten entre los Tribunales de la Federación, entre éstos y los de los Estados o 
de la Ciudad de México, entre los de un Estado y los de otro, o entre los de un 
Estado y los de la Ciudad de México.” 
Vigésimo sexto. Se reforma el artículo 108, para quedar como sigue: 
“Artículo 108. Para los efectos de las responsabilidades a que alude este Título se 
reputarán como servidores públicos a los representantes de elección popular, a los 
miembros del Poder Judicial Federal, los funcionarios y empleados federales,y, en 
general, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier 
naturaleza en el Congreso de la Unión, en la Administración Pública Federal, así 
como a los servidores públicos de los organismos a los que esta Constitución 



otorgue autonomía, quienes serán responsables por los actos u omisiones en que 
incurran en el desempeño de sus respectivas funciones. 
… 
Los Gobernadores de los Estados y de la Ciudad de México, los Diputados a las 
Legislaturas Locales y a la Asamblea Legislativa de la Ciudad de México, los 
Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia Locales y, en su caso, los 
miembros de los Consejos de las Judicaturas Locales, serán responsables por 
violaciones a esta Constitución y a las leyes federales, así como por el manejo 
indebido de fondos y recursos federales. 
Las Constituciones de los Estados de la Repúblicay el Estatuto Constitucional de 
la Ciudad de México precisarán, en los mismos términos del primer párrafo de este 
artículo y para los efectos de sus responsabilidades, el carácter de servidores 
públicos de quienes desempeñen empleo, cargo o comisión en los Estados, en los 
Municipios, en la Ciudad de México y en sus Alcaldías. 
Vigésimo séptimo. Se reforma el primer párrafo del artículo 109, para quedar como 
sigue: 
“Artículo 109. El Congreso de la Unión, las Legislaturas de los Estados, y la 
Asamblea Legislativa de la Ciudad de México, dentro de los ámbitos de sus 
respectivas competencias, expedirán las leyes de responsabilidades de los 
servidores públicos y las demás normas conducentes a sancionar a quienes, 
teniendo este carácter, incurran en responsabilidad, de conformidad con las 
siguientes prevenciones: 
… 
…” 
Vigésimo octavo. Se reforman el primero y segundo párrafos del artículo 110, para 
quedar como sigue: 
“Artículo 110.Podrán ser sujetos de juicio político los senadores y diputados al 
Congreso de la Unión, los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
los Consejeros de la Judicatura Federal, los Secretarios de Despacho, el 
Procurador General de la República, los magistrados de Circuito y jueces de 
Distrito, el consejero Presidente, los consejeros electorales, y el secretario 
ejecutivo del Instituto Federal Electoral, los magistrados del Tribunal Electoral, los 
directores generales y sus equivalentes de los organismos descentralizados, 
empresas de participación estatal mayoritaria, sociedades y asociaciones 
asimiladas a éstas y fideicomisos públicos. 
Los Gobernadores de los Estados y de la Ciudad de México, Diputados Locales, 
Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia Locales y, en su caso, los 
miembros de los Consejos de las Judicaturas Locales, sólo podrán ser sujetos de 
juicio político en los términos de este título por violaciones graves a esta 
Constitución y a las leyes federales que de ella emanen, así como por el manejo 
indebido de fondos y recursos federales, pero en este caso la resolución será 
únicamente declarativa y se comunicará a las Legislaturas Locales para que, en 
ejercicio de sus atribuciones, procedan como corresponda. 
… 
… 
Vigésimo noveno. Se reforman el primero y quinto párrafos del artículo 111, para 
quedar como sigue: 



“Artículo 111. Para proceder penalmente contra los diputados y senadores al 
Congreso de la Unión, los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
los magistrados de la Sala Superior del Tribunal Electoral, los consejeros de la 
Judicatura Federal, los Secretarios de Despacho y el Procurador General de la 
República, así como el consejero Presidente y los consejeros electorales del 
Consejo General del Instituto Federal Electoral, por la comisión de delitos durante 
el tiempo de su encargo, la Cámara de Diputados declarará por mayoría absoluta 
de sus miembros presentes en sesión, si ha o no lugar a proceder contra el 
inculpado. 
… 
Para poder proceder penalmente por delitos federales contra los Gobernadores de 
los Estados y de la Ciudad de México, Diputados Locales, Magistrados de los 
Tribunales Superiores de Justicia de los Estados y, en su caso, los miembros de 
los Consejos de las Judicaturas Locales, se seguirá el mismo procedimiento 
establecido en este artículo, pero en este supuesto, la declaración de procedencia 
será para el efecto de que se comunique a las Legislaturas Locales, para que en 
ejercicio de sus atribuciones procedan como corresponda. 
…” 
Trigésimo. Se reforma la denominación del Título Quinto, para quedar como sigue: 
 
Título Quinto 
 
De los Estados de la Federación y de la Ciudad de México 
 
Trigésimo primero. Se adiciona una fracción VIII al artículo 116, para quedar como 
sigue: 
“Artículo 116. … 
… 
… 
VIII. Las entidades integrantes de la federación que concurran en una zona 
metropolitana que rebase los límites geográficos de una o más entidades 
federativas, cada una de ellas, podrá promover ante el Congreso de la Unión, la 
declaratoria de Zona Metropolitana con el objeto de conformar,entidades de 
gestión metropolitana, dotadas de autonomíatécnica y de gestión, con 
personalidad jurídica y patrimonio propios, para atender los servicios públicos 
establecidos en la fracción III del artículo 115 Constitucional. Dichas entidades 
serán además, en los términos que determinen las leyes, competentes para 
gestionar y regular en la Zona Metropolitana, las siguientes materias: 
 
Movilidad 
Asentamientos humanos; 
Desarrollo urbano; 
Protección al ambiente; 
Preservación y restauración del equilibrio ecológico; 
Transporte y vialidades; 
Protección civil; y 



Los demás que determinen las entidades de gestión metropolitana, en términos de 
la legislación aplicable.”. 
Trigésimosegundo.Se reforma el segundo párrafo del artículo 119, para quedar 
como sigue: 
“Artículo 119. … 
Cada Estado y la Ciudad de México están obligados a entregar sin demora a los 
indiciados, procesados o sentenciados, así como a practicar el aseguramiento y 
entrega de objetos, instrumentos o productos del delito, atendiendo a la autoridad 
de cualquier otra entidad federativa que los requiera. Estas diligencias se 
practicarán, con intervención de las respectivas procuradurías generales de 
justicia, en los términos de los convenios de colaboración que, al efecto, celebren 
las entidades federativas. Para los mismos fines, los Estados y la Ciudad de 
México podrán celebrar convenios de colaboración con el Gobierno Federal, quien 
actuará a través de la Procuraduría General de la República. 
… 
Trigésimo tercero. Se reforma el artículo 122, para quedar como sigue: 
 
“Artículo 122.Definida por el artículo 44 de este ordenamiento la naturaleza jurídica 
de la Ciudad de México, su gobierno está a cargo de los Poderes Federales, de 
los órganos Ejecutivo, Legislativo y Judicial de carácter local, y de las Alcaldías, en 
los términos de este artículo. 
 
Son autoridades locales del Distrito Federal, la Asamblea Legislativa, el 
Gobernador de la Ciudad de México, el Tribunal Superior de Justicia, y las 
Alcaldías en el ámbito de su competencia. 
 
La Asamblea Legislativa de la Ciudad de México se integrará con el número de 
diputados electos según los principios de mayoría relativa y de representación 
proporcional, mediante el sistema de listas votadas en una circunscripción 
plurinominal, en los términos que señalen esta Constitución y el Estatuto 
Constitucional. 
 
El Gobernador de la Ciudad de México tendrá a su cargo el Ejecutivo y la 
administración pública en la entidad y recaerá en una sola persona, elegida por 
votación universal, libre, directa y secreta. 
 
El Tribunal Superior de Justicia y el Consejo de la Judicatura, con los demás 
órganos que establezca el Estatuto Constitucional, ejercerán la función judicial del 
fuero común en la Ciudad de México. 
 
La distribución de competencias entre los Poderes de la Unión y las autoridades 
locales de la Ciudad de México se sujetará a las siguientes disposiciones: 
 
A.    Corresponde al Congreso de la Unión: 
 
I.     Legislar en lo relativo a la Ciudad de México en las materias que tiene 
expresamente conferidas en esta Constitución;  



II.   Expedir el Estatuto Constitucional de la Ciudad de México; 
III.  Legislar en materia de deuda pública de la Ciudad de México;  
IV.  Dictar las disposiciones generales que aseguren el debido, oportuno y eficaz 
funcionamiento de los Poderes de la Unión; y  
V.    Las demás atribuciones que le señala esta Constitución. 
 
B.    Corresponde al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos: 
C.    El Estatuto Constitucional del Distrito Federal se sujetará a las siguientes 
bases: 
 
 
BASE PRIMERA.- Respecto a la Asamblea Legislativa: 
I.     Los Diputados a la Asamblea Legislativa serán elegidos cada tres años por 
voto universal, libre, directo y secreto en los términos que disponga la Ley, la cual 
deberá tomar en cuenta, para la organización de las elecciones, la expedición de 
constancias y los medios de impugnación en la materia, lo dispuesto en los 
artículos 41, 60 y 99 de esta Constitución;  
II.   Los requisitos para ser diputado a la Asamblea no podrán ser menores a los 
que se exigen para ser diputado federal. Serán aplicables a la Asamblea 
Legislativa y a sus miembros en lo que sean compatibles, las disposiciones 
contenidas en los artículos 51, 59, 61, 62, 64 y 77, fracción IV de esta 
Constitución;  
III. En la integración de la Asamblea Legislativa de la Ciudad de México, 
invariablemente se observará los siguientes criterios: 
 
En ningún caso, un partido político podrá contar con un número de diputados por 
ambos principios que representen un porcentaje del total de la Asamblea, que 
exceda en ocho puntos a su porcentaje de votación total emitida en el Distrito 
Federal; 
 
La presidencia de la Comisión de Gobierno de la Asamblea Legislativa, así como 
la Mesa Directiva de la misma, serán rotativas de manera anual, entre los partidos 
que por sí mismos, obtengan en la legislatura de que se trate, un porcentaje de 
curules de por lo menos el 16% del total. Tales órganos asemejarán su 
funcionamiento y atribuciones a sus equivalentes en las Cámaras del Congreso de 
la Unión  
IV.  Establecerá las fechas para la celebración de dos períodos de sesiones 
ordinarios al año y la integración y las atribuciones del órgano interno de gobierno 
que actuará durante los recesos. La convocatoria a sesiones extraordinarias será 
facultad de dicho órgano interno a petición de la mayoría de sus miembros o del 
Gobernador de la Ciudad de México;  
V.   La Asamblea Legislativa, en términos de lo dispuesto por elartículo 124 de 
esta Constitución, y conforme al Estatuto Constitucional, tendrá las siguientes 
facultades: 
 
a) Reformar el Estatuto Constitucional de la Ciudad de México, mediante el voto 
de las dos terceras partes de los diputados que integran la Asamblea Legislativa. 



Para que dichas reformas surtan efectos, se requerirá que las mismas sean 
aprobadas por la mitad más uno de las Alcaldías de la Ciudad de México. 
 
Expedir su ley orgánica, la que será enviada al Gobernador de la Ciudad de 
México para el solo efecto de que ordene su publicación; 
 
b)    Examinar, discutir y aprobar anualmente el presupuesto de egresos y la ley de 
ingresos de la Ciudad de México, aprobando primero las contribuciones 
necesarias para cubrir el presupuesto. Al señalar las remuneraciones de 
servidores públicos deberán sujetarse a las bases previstas en el artículo 127 de 
esta Constitución. 
 
Los órganos de la Ciudad de México, Legislativo, Ejecutivo y Judicial, así como las 
Alcaldías y los organismos con autonomía reconocida en su Estatuto 
Constitucional, deberán incluir dentro de sus proyectos de presupuestos, los 
tabuladores desglosados de las remuneraciones que se propone perciban sus 
servidores públicos. Estas propuestas deberán observar el procedimiento que para 
la aprobación del presupuesto de egresos de la Ciudad de México, establezcan las 
disposiciones del Estatuto Constitucional y legales aplicables. 
 
Dentro de la ley de ingresos, no podrán incorporarse montos de endeudamiento 
superiores a los que haya autorizado previamente el Congreso de la Unión para el 
financiamiento del presupuesto de egresos de la Ciudad de México. 
 
La facultad de iniciativa respecto de la ley de ingresos y el presupuesto de egresos 
corresponde exclusivamente al Gobernador de la Ciudad de México. El plazo para 
su presentación concluye el 30 de noviembre, con excepción de los años en que 
ocurra la elección ordinaria del Gobernador de la Ciudad de México, en cuyo caso 
la fecha límite será el 20 de diciembre. 
 
La Asamblea Legislativa formulará anualmente su proyecto de presupuesto y lo 
enviará oportunamente al Gobernador de la Ciudad de México para que éste lo 
incluya en su iniciativa. 
 
Serán aplicables a la hacienda pública del Distrito Federal, en lo que no sea 
incompatible con su naturaleza y su régimen orgánico de gobierno, las 
disposiciones contenidas en el segundo párrafo del inciso c) de la fracción IV del 
artículo 115 de esta Constitución; 
 
c)    Revisar la cuenta pública del año anterior, por conducto de la Auditoría 
Superiorde laCiudad de México, conforme a los criterios establecidos en la 
fracción VI del artículo 74. 
 
La cuenta pública del año anterior deberá ser enviada a la Asamblea Legislativa 
dentro de los diez primeros días del mes de junio. Este plazo, así como los 
establecidos para la presentación de las iniciativas de la ley de ingresos y del 
proyecto del presupuesto de egresos, solamente podrán ser ampliados cuando se 



formule una solicitud del Ejecutivo de la Ciudad de México suficientemente 
justificada a juicio de la Asamblea; 
 
El titular de la Auditoría Superior de la Ciudad de México será electo por las dos 
terceras partes de los miembros presentes de la Asamblea Legislativa por 
periodos no menores a siete años y deberá contar con experiencia de cinco años 
en materia de control, auditoría financiera y de responsabilidades, así como ser 
reconocido por su imparcialidad, objetividad y honradez. 
 
d)    Nombrar a quien deba sustituir en caso de falta absoluta o de remoción, al 
Gobernador de la Ciudad de México;  
e)    Expedir las disposiciones legales para organizar la hacienda pública, el 
presupuesto, la contabilidad y el gasto público de la Ciudad de México, y la 
Auditoría Superior dotándola de autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de 
sus atribuciones, y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y 
resoluciones. La función de fiscalización será ejercida conforme a los principios de 
posterioridad, anualidad, legalidad, imparcialidad y confiabilidad. 
f)     Expedir las disposiciones que garanticen en la Ciudad de México elecciones 
libres y auténticas, mediante sufragio universal, libre, secreto y directo; 
sujetándose a las bases que establezca el Estatuto Constitucional, las cuales 
cumplirán los principios y reglas establecidos en los incisos b) al n) de la fracción 
IV del artículo 116 de esta Constitución, para lo cual las referencias que los incisos 
j) y m) hacen a gobernador, diputados locales y ayuntamientos se asumirán, 
respectivamente, para Gobernador de la Ciudad de México, diputados a la 
Asamblea Legislativa y Alcaldías; 
g)    Legislar en las materias de Administración Pública local, su régimen interno, 
procedimientos administrativos, y responsabilidad de los servidores públicos;  
h)    Legislar en las materias civil y penal; normar el organismo protector de los 
derechos humanos, participación ciudadana, defensoría de oficio, notariado y 
registro público de la propiedad y de comercio;  
i)     Normar la protección civil; justicia cívica sobre faltas de policía y buen 
gobierno; los servicios de seguridad prestados por empresas privadas; la 
prevención y la readaptación social; la salud y asistencia social; y la previsión 
social;  
j)     Legislar en materia de planeación del desarrollo; en desarrollo urbano, 
particularmente en uso del suelo; preservación del medio ambiente y protección 
ecológica; vivienda; construcciones y edificaciones; vías públicas, tránsito y 
estacionamientos; adquisiciones y obra pública; y sobre explotación, uso y 
aprovechamiento de los bienes del patrimonio de la Ciudad de México,en los 
términos de la fracción VIII, del artículo 16 de esta Constitución;  
k)    Regular la prestación y la concesión de los servicios públicos; legislar sobre 
los servicios de transporte urbano, de limpia, turismo y servicios de alojamiento, 
mercados, rastros y abasto, y cementerios,en los términos de la fracción VIII, del 
artículo 16 de esta Constitución;  
l)     Expedir normas sobre fomento económico y protección al empleo; desarrollo 
agropecuario; establecimientos mercantiles; protección de animales; espectáculos 



públicos; fomento cultural cívico y deportivo; y función social educativa en los 
términos de la fracción VIII, del artículo 3o. de esta Constitución;  
m)   Expedir la Ley Orgánica de los tribunales encargados de la función judicial del 
fuero común en el Distrito Federal, que incluirá lo relativo a las responsabilidades 
de los servidores públicos de dichos órganos;  
n)    Expedir la Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo para la 
Ciudad de México;  
ñ)    Presentar iniciativas de leyes o decretos en las materias que respectoa la 
Ciudad de México tienen los poderes federales, ante el Congreso de la Unión; y  
o)    Para establecer en ley los términos y requisitos para que los ciudadanos de la 
Ciudad de México ejerzan el derecho de iniciativa ante la propia Asamblea,  
p)    Para nombrar con el voto calificado de las dos terceras partes de los 
diputados integrantes de la Asamblea Legislativa, a los miembros de los 
organismos autónomos de la Ciudad de México y al titular de la Contraloría del 
Gobierno de la Ciudad de México. En el caso de los organismos colegiados, 
dichos nombramientos se harán de manera escalonada. 
 
El Estatuto Constitucional contendrá los mecanismos para garantizar que la 
conformación de las candidaturas para integrar a tales organismos, sean abiertas 
a la ciudadanía; así como para garantizar que aquéllas estén conformadas por 
personas con prestigio, honradez, objetividad, imparcialidad y experiencia 
probadas en las materias específicas de cada uno de los organismos autónomos. 
 
q)    Las demás que se le confieran expresamente en esta Constitución. 
 
BASE SEGUNDA.-Respecto al Gobernador de la Ciudad de México: 
 
I.     Ejercerá su encargo, que durará seis años, a partir del día 5 de diciembre del 
año de la elección, la cual se llevará a cabo conforme a lo que establezca la 
legislación electoral. 
 
Para ser Gobernador de la Ciudad de México deberán reunirse los requisitos que 
establezca el Estatuto Constitucional, entre los que deberán estar: ser ciudadano 
mexicano por nacimiento en pleno goce de sus derechos con una residencia 
efectiva de tres años inmediatamente anteriores al día de la elección si es 
originario del Distrito Federal o de cinco años ininterrumpidos para los nacidos en 
otra entidad; tener cuando menos treinta años cumplidos al día de la elección, y no 
haber desempeñado anteriormente el cargo de Gobernador de la Ciudad de 
México con cualquier carácter. La residencia no se interrumpe por el desempeño 
de cargos públicos de la Federación en otro ámbito territorial. 
 
Para el caso de remoción del Gobernador de la Ciudad de México, la Asamblea 
Legislativa nombrará, con el voto de las dos terceras partes de los miembros 
presentes de la Asamblea Legislativa, y a propuesta del Presidente de la 
República, un sustituto que concluya el mandato. En caso de falta temporal, 
quedará encargado del despacho el servidor público que disponga el Estatuto 
Constitucional. En caso de falta absoluta, por renuncia o cualquier otra causa, la 



Asamblea Legislativa designará con el voto de la mayoría calificada antes 
señalada, a un sustituto que termine el encargo. La renuncia del Gobernador de la 
Ciudad de México sólo podrá aceptarse por causas graves. Las licencias al cargo 
se regularán en el propio Estatuto. 
 
II.   El Gobernador de la Ciudad de México tendrá las facultades y obligaciones 
siguientes: 
 
a)    Cumplir y ejecutar las leyes relativas a la Ciudad de México que expida el 
Congreso de la Unión, en la esfera de competencia del órgano ejecutivo a su 
cargo o de sus dependencias;  
b)    Promulgar, publicar y ejecutar las leyes que expida la Asamblea Legislativa, 
proveyendo en la esfera administrativa a su exacta observancia, mediante la 
expedición de reglamentos, decretos y acuerdos. Asimismo, podrá hacer 
observaciones a las leyes que la Asamblea Legislativa le envíe para su 
promulgación, en un plazo no mayor de diez días hábiles. Si el proyecto 
observado fuese confirmado por mayoría calificada de dos tercios de los diputados 
presentes, deberá ser promulgado por el Gobernador de la Ciudad de México;  
c)    Presentar iniciativas de leyes o decretos ante la Asamblea Legislativa;  
d)    Nombrar y remover libremente a los servidores públicos dependientes del 
órgano ejecutivo local, cuya designación o destitución no estén previstas de 
manera distinta por esta Constitución o las leyes correspondientes;  
e)    Ejercer las funciones de dirección de los servicios de seguridad pública de 
conformidad con el Estatuto Constitucional; y  
f)     Las demás que le confiera esta Constitución, el Estatuto Constitucional y las 
leyes. 
 
BASE TERCERA.-Respecto a las Alcaldías 
 
El Distrito Federal tendrá como base de su división territorial y de su configuración 
político-administrativa a las Alcaldías, dotadas de autonomía, personalidad jurídica 
y patrimonio propios, conforme a su Ley Orgánica. 
No existirá ninguna autoridad intermedia entre las Alcaldías y el Gobernador de la 
Ciudad de México, o entre aquellas y los demás poderes y organismos de la 
Ciudad de México, 
Las Alcaldías podrán suscribir convenios con la Federación, las autoridades 
locales de la Ciudad de México, y otros estados y municipios. 
Las Alcaldías podrán emitir sus propios reglamentos interiores, mismos que 
remitirán al Gobernador de la Ciudad de México para el solo efecto de su 
publicación oficial. La Ley Orgánica que rija a las Alcaldías determinará los 
requisitos y características de los reglamentos emitidos por las Alcaldías. 
El Estatuto Constitucional determinará el número y límites territoriales de las 
Alcaldías, de conformidad con las bases siguientes: 
1. Cada Alcaldía será gobernada por un Concejo de Alcaldía, de elección popular 
directa, integrado por un Alcalde y Concejales. El número de concejales no podrán 
ser menor de cinco en las Alcaldías cuya población no llegue a 400 mil habitantes; 
de diez, en aquellos cuya población exceda de este número y no llegue a 800 mil 



habitantes, y de quince en las Alcaldías cuya población sea superior a esta última 
cifra. La competencia que esta Constitución otorga al gobierno de las Alcaldías se 
ejercerá por el Concejo de manera exclusiva. 
 
En los términos de la ley que se expida para tal efecto, los funcionarios que 
integran el Concejo serán electos de conformidad con las bases siguientes: 
a) El Alcalde será electo, de conformidad con el principio de mayoría relativa, para 
ejercer su encargo por un período de tres años.  
b) Los Concejales serán electos, de conformidad con los principios de mayoría 
relativa y representación proporcional, para ejercer su encargo por un período de 
tres años.  
c) En ambos casos, los funcionarios podrán ser reelectos una vez más para el 
período inmediato. 
 
La Asamblea Legislativa de la Ciudad de México, por acuerdo de las dos terceras 
partes de sus integrantes, podrá suspender Concejos, declarar que éstos han 
desaparecido y suspender o revocar el mandato a alguno de sus funcionarios con 
base en el procedimiento y causas graves que se establezcan en el Estatuto 
Constitucional y en la ley respectiva. 
Si alguno de los miembros dejare de desempeñar su cargo, será sustituido por su 
suplente, o se procederá según lo disponga la ley. 
 
En caso de declararse desaparecido un Concejo o por renuncia o falta absoluta de 
la mayoría de sus miembros, si conforme a la ley no procede que entren en 
funciones los suplentes ni que se celebren nuevas elecciones, la Asamblea 
Legislativa de la Ciudad de México designará por acuerdo de dos terceras partes 
de sus miembros, a sus integrantes. 
Los Concejales tendrán facultades para aprobar los bandos de gobierno, los 
reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general 
dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública 
de la Alcaldía, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos 
de su competencia y aseguren la participación ciudadana y vecinal. 
El objeto de las disposiciones a que se refiere el párrafo anterior será establecer: 
a) Las bases generales de la administración pública de la Alcaldía y del 
procedimiento administrativo, incluyendo los medios de impugnación y los órganos 
para dirimir las controversias entre dicha administración y los particulares, con 
sujeción a los principios de igualdad, publicidad, audiencia y legalidad;  
b) Los casos en que se requiera el acuerdo de las dos terceras partes de los 
Concejales para dictar resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario de la 
Alcaldía o para celebrar actos o convenios que comprometan a la Alcaldía por un 
plazo mayor al periodo del Concejo;  
c) Las normas de aplicación general para celebrar los convenios a que se refiere 
la fracción III de este artículo;  
d) El procedimiento y condiciones para que el Gobierno de la Ciudad de México 
asuma una función o servicio de la Alcaldía cuando, al no existir el convenio 
correspondiente, la Asamblea Legislativa de la Ciudad de México considere que la 
Alcaldía de que se trate esté imposibilitada para ejercerlos o prestarlos; en este 



caso, será necesaria solicitud previa del Concejo de Alcaldía respectivo, aprobada 
por cuando menos las dos terceras partes de sus integrantes; y  
e) La Asamblea Legislativa de la Ciudad de México emitirá las normas que 
establezcan los procedimientos mediante los cuales se resolverán los conflictos 
que se presenten entre las Alcaldías y el Gobierno de la Ciudad de México, o entre 
aquéllos, con motivo de los actos derivados de los incisos c) y d) anteriores; 
 
Las Alcaldías tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes: 
a) Mantenimiento de las vías generales de tránsito dentro de sus respectivas 
jurisdicciones, salvo las excepciones que se establezcan en la Ley respectiva;  
b) Alumbrado público;  
c) Limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposición final de residuos; 
d) Mercados y centrales de abasto, y su equipamiento. 
e) Parques y jardines y su equipamiento; 
 
Sin perjuicio de su competencia constitucional, en el desempeño de las funciones 
o la prestación de los servicios a su cargo, las Alcaldías observarán lo dispuesto 
por las leyes federales y de la Ciudad de México. 
 
Las Alcaldías de la Ciudad de México, previo acuerdo entre sus Concejos, podrán 
coordinarse y asociarse con la Administración Pública de la Ciudad de México 
para la más eficaz prestación de estos servicios públicos. 
 
El Concejo de Alcaldía, sujetándose a la ley que se expida para tal efecto, podrá, 
en casos de interés general, otorgar concesiones para la prestación de los 
servicios públicos, salvo las excepciones previstas por dicha ley. 
 
El Gobernador de la Ciudad de México tendrá a su cargo, dentro de las 
respectivas jurisdicciones de las Alcaldías, la prestación de los servicios públicos 
de: 
a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas 
residuales;  
b) Seguridad pública, policía preventiva y de tránsito; y,  
c) Las demás que se establezcan en esta Constitución y en el Estatuto 
Constitucional.  
Por lo que se refiere al inciso b), se prestará de conformidad con los convenios de 
coordinación celebrados entre el Gobernador de la Ciudad de México y los 
Concejos de Alcaldía de la Ciudad de México. 
 
 Las Alcaldías administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los 
rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y 
otros ingresos que Asamblea Legislativa de la Ciudad de México establezca a su 
favor en la ley que para tal efecto se expida y en todo caso: 
a) Percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que establezca la 
Ciudad de México sobre la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, 
consolidación, traslación y mejora así como las que tengan por base el cambio de 
valor de los inmuebles.  



La Ciudad de México se hará cargo de las funciones relacionadas con la 
recaudación y la administración de esas contribuciones.  
b) Las participaciones federales, serán cubiertas directamente por la Federación a 
las Alcaldías con arreglo a las bases, montos y plazos que anualmente determine 
el Congreso de la Unión.  
c) Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo. 
 
Los Concejos, en el ámbito de su competencia, propondrán a la Asamblea 
Legislativa de la Ciudad de México las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, 
derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y 
construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la 
propiedad inmobiliaria. 
La Asamblea Legislativa de la Ciudad de México aprobará las leyes de ingresos 
de las Alcaldías, revisarán y fiscalizará sus cuentas públicas. Los presupuestos de 
egresos serán aprobados por los Concejales con base en sus ingresos 
disponibles, y deberán incluir en los mismos, los tabuladores desglosados de las 
remuneraciones que perciban los servidores públicos comunitarios, sujetándose a 
lo dispuesto en el artículo 127 de esta Constitución. 
Los recursos que integran la hacienda de la Alcaldía serán ejercidos en forma 
directa por los Concejos, o bien, por quien ellos autoricen, conforme a la ley; 
 
Las Alcaldías, sujetándose a lo dispuesto por la fracción III del artículo 115 y VIII 
del artículo 116, y de conformidad a las leyes de cada materia, podrán salvo 
disposición en contrario: 
a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano 
comunitarios;  
b) Participar en la creación y administración de sus reservas territoriales;  
c) Participar en la formulación de plan general de desarrollo de la Ciudad de 
México;  
d) Autorizar, controlar y vigilar el uso de suelo, en el ámbito de su competencia, en 
sus jurisdicciones territoriales; 
e) Intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra urbana; 
f) Otorgar licencias y permisos para construcciones; 
g) Participar en la creación y administración de zonas de reservas ecológicas y en 
la elaboración y aplicación de programas de ordenamiento en esta materia; 
h) Intervenir en la formulación y aplicación de programas de transporte público de 
pasajeros cuando aquellos afecten su ámbito territorial; 
i) Celebrar convenios para la administración y custodia de las zonas federales; y 
j) Participar en la planeación y evaluación de la política de seguridad pública en la 
Ciudad de México.  
En lo conducente y de conformidad a los fines señalados en el párrafo tercero del 
artículo 27 de esta Constitución, las Alcaldías expedirán los reglamentos y 
disposiciones administrativas que fueren necesarios. 
 
BASE CUARTA.-Respecto al Tribunal Superior de Justicia y los demás órganos 
judiciales del fuero común: 
 



I.  Para ser magistrado del Tribunal Superior se deberán reunir los mismos 
requisitos que esta Constitución exige para los ministros de la Suprema Corte de 
Justicia; se requerirá, además, haberse distinguido en el ejercicio profesional o en 
el ramo judicial, preferentemente en la Ciudad de México. El Tribunal Superior de 
Justicia se integrará con el número de magistrados que señale la ley orgánica 
respectiva. 
 
Para cubrir las vacantes de magistrados del Tribunal Superior de Justicia, el 
Gobernador de la Ciudad de México someterá la propuesta respectiva a la 
decisión de la Asamblea Legislativa, la que resolverá con el voto de las dos 
terceras partes de los miembros presentes de la Asamblea Legislativa. Los 
Magistrados ejercerán el cargo durante seis años y podrán ser ratificados por la 
Asamblea; y si lo fuesen, sólo podrán ser privados de sus puestos en los términos 
del Título Cuarto de esta Constitución. 
II.   La administración, vigilancia y disciplina del Tribunal Superior de Justicia, de 
los juzgados y demás órganos judiciales, estará a cargo del Consejo de la 
Judicatura de la Ciudad de México. El Consejo de la Judicatura tendrá siete 
miembros, uno de los cuales será el presidente del Tribunal Superior de Justicia, 
quien también lo será del Consejo. Los miembros restantes serán: un Magistrado y 
dos jueces elegidos por mayoría de votos de las dos terceras partes del Pleno de 
Magistrados; uno designado por el Gobernador de la Ciudad de México y otros 
dos nombrados por la Asamblea Legislativa. Todos los Consejeros deberán reunir 
los requisitos exigidos para ser Magistrado y serán personas que se hayan 
distinguido por su capacidad profesional y administrativa, honestidad y 
honorabilidad en el ejercicio de sus actividades, en el caso de los elegidos por el 
Pleno de Magistrados deberán gozar, además, con reconocimiento por sus 
méritos profesionales en el ámbito judicial. Durarán cinco años en su cargo; serán 
sustituidos de manera escalonada y no podrán ser nombrados para un nuevo 
periodo. 
 
El Consejo designará a los jueces de la Ciudad de México, en los términos que las 
disposiciones prevean en materia de carrera judicial. También determinará el 
número y especialización por materia de las salas del tribunal y juzgados que 
integran el Poder Judicial de la Ciudad de México, de conformidad con lo que 
establezca el propio Consejo. 
lll.   Se determinarán las atribuciones y las normas de funcionamiento del Consejo 
de la Judicatura, tomando en cuenta lo dispuesto por el artículo 100 de esta 
Constitución;  
lV.   Se fijarán los criterios conforme a los cuales la ley orgánica establecerá las 
normas para la formación y actualización de funcionarios, así como del desarrollo 
de la carrera judicial;  
V.    Serán aplicables a los miembros del Consejo de la Judicatura, así como a los 
magistrados y jueces, los impedimentos y sanciones previstos en el artículo 101 
de esta Constitución;  
Vl.   El Consejo de la Judicatura elaborará el presupuesto de los tribunales de 
justicia en la entidad y lo remitirá al Gobernador de la Ciudad de México para su 



inclusión en el proyecto de presupuesto de egresos que se presente a la 
aprobación de la Asamblea Legislativa. 
 
BASE QUINTA.- Existirá un Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que tendrá 
plena autonomía para dirimir las controversias entre los particulares y las 
autoridades de la Administración Pública local de la Ciudad de México. 
 
Los Magistrados que lo conforman, serán electos de manera escalonada, y con el 
voto calificado de las dos terceras partes de los diputados presentes en la 
Asamblea Legislativa. El Estatuto Constitucional determinarán las normas para su 
integración y las atribuciones serán desarrolladas por su ley orgánica. 
 
D.    El Ministerio Público en la Ciudad de México será presidido por un Procurador 
General de Justicia, que será nombrado por el Gobernador de la Ciudad de 
México en los términos que señale el Estatuto Constitucional; este ordenamiento y 
la ley orgánica respectiva determinarán su organización, competencia y normas de 
funcionamiento.  
E.    En la Ciudad de México será aplicable respecto del Presidente de los Estados 
Unidos Mexicanos, lo dispuesto en la fracción Vll del artículo 115 de esta 
Constitución. La designación y remoción del servidor público que tenga a su cargo 
el mando directo de la fuerza pública se hará en los términos que señale el 
Estatuto Constitucional. 
F.    La Cámara de Senadores del Congreso de la Unión podrá remover al 
Gobernador de la Ciudad de México por causas graves que afecten las relaciones 
con los Poderes de la Unión o el orden público en el Distrito Federal. La solicitud 
de remoción deberá ser presentada por la mitad de los miembros de la Cámara de 
Senadores o de la Comisión Permanente, en su caso.  
G.   Para la eficaz coordinación de las distintas jurisdicciones locales y municipales 
entre sí, y de éstas con la federación y la Ciudad de México y sus alcaldías, en la 
planeación y ejecución de acciones en las zonas conurbadas limítrofes con la 
Ciudad de México, en materia de asentamientos humanos; protección al ambiente; 
preservación y restauración del equilibrio ecológico; transporte y vialidades, 
protección civil, agua potable y drenaje; recolección, tratamiento y disposición de 
desechos sólidos y seguridad pública, así como de los servicios públicos 
señalados en la fracción III del artículo 115 de esta Constitución, sus respectivos 
gobiernos se sujetarán a lo que ordena la fracción VIII del artículo 116 del mismo 
ordenamiento constitucional.  
Las comisiones serán constituidas por acuerdo conjunto de los participantes. En el 
instrumento de creación se determinará la forma de integración, estructura y 
funciones.  
H.   Las prohibiciones y limitaciones que esta Constitución establece para los 
Estados se aplicarán para las autoridades de la Ciudad de México. 
 
Trigésimo cuarto. Se reforman las fracciones IV y XIII, del Apartado B, así como la 
denominación de este último; todos del artículo 123, para quedar como sigue: 
B.      Entre los Poderes de la Unión, el Gobierno de la Ciudad de México y sus 
trabajadores: 



… 
IV. … 
En ningún caso los salarios podrán ser inferiores al mínimo para los trabajadores 
en general en la Ciudad de México y en las Entidades de la República. 
… 
XIII. … 
Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones 
policiales de la Federación, la Ciudad de México, los Estados y los Municipios, 
podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos que las leyes 
vigentes en el momento del acto señalen para permanecer en dichas instituciones, 
o removidos por incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones. Si 
la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o 
cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo 
estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga 
derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera 
que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido. 
 
Las autoridades del orden federal, estatal, de la Ciudad de México y municipal, a 
fin de propiciar el fortalecimiento del sistema de seguridad social del personal del 
Ministerio Público, de las corporaciones policiales y de los servicios periciales, de 
sus familias y dependientes, instrumentarán sistemas complementarios de 
seguridad social. 
… 
…” 
Trigésimo quinto. Se reforma el artículo 124, para quedar como sigue: 
“Artículo 124.Las facultades que no están expresamente concedidas por esta 
Constitución a los funcionarios federales, se entienden reservadas a los Estados y 
a la Ciudad de México.” 
 
Trigésimo sexto. Se reforma el primer párrafo y la fracción VI del artículo 127, para 
quedar como sigue: 
 
“Artículo 127. Los servidores públicos de la Federación, de los Estados, de la 
Ciudad de México, de los Municipios y de las Alcaldías, de sus entidades y 
dependencias, así como de sus administraciones paraestatales y paramunicipales, 
fideicomisos públicos, instituciones y organismos autónomos, y cualquier otro ente 
público, recibirán una remuneración adecuada e irrenunciable por el desempeño 
de su función, empleo, cargo o comisión, que deberá ser proporcional a sus 
responsabilidades. 
… 
VI. El Congreso de la Unión, las Legislaturas de los Estados y la Asamblea 
Legislativa de la Ciudad de México, en el ámbito de sus competencias, expedirán 
las leyes para hacer efectivo el contenido del presente artículo y las disposiciones 
constitucionales relativas, y para sancionar penal y administrativamente las 
conductas que impliquen el incumplimiento o la elusión por simulación de lo 
establecido en este artículo.” 
 



Trigésimo séptimo. Se reforma el primer párrafo del artículo 131, para quedar 
como sigue: 
“Artículo 131.Es facultad privativa de la Federación gravar las mercancías que se 
importen o exporten, o que pasen de tránsito por el territorio nacional, así como 
reglamentar en todo tiempo y aún prohibir, por motivos de seguridad o de policía, 
la circulación en el interior de la República de toda clase de efectos, cualquiera 
que sea su procedencia; pero sin que la misma Federación pueda establecer, ni 
dictar, en la Ciudad de México, los impuestos y leyes que expresan las fracciones 
VI y VII del artículo 117. 
…” 
Trigésimo octavo. Se reforma el primero, segundo, quinto y séptimo párrafos del 
artículo 134, para quedar como sigue: 
“Artículo 134.Los recursos económicos de que dispongan la Federación, los 
estados, los municipios, la Ciudad de México y sus Alcaldías, se administrarán con 
eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para satisfacer los 
objetivos a los que estén destinados. 
Los resultados del ejercicio de dichos recursos serán evaluados por las instancias 
técnicas que establezcan, respectivamente, la Federación, los estados y la Ciudad 
de México, con el objeto de propiciar que los recursos económicos se asignen en 
los respectivos presupuestos en los términos del párrafo anterior. Lo anterior, sin 
menoscabo de lo dispuesto en los artículos 74, fracción VI y 79. 
… 
… 
El manejo de recursos económicos federales por parte de los estados, los 
municipios, la Ciudad de México y sus Alcaldías, se sujetará a las bases de este 
artículo y a las leyes reglamentarias. La evaluación sobre el ejercicio de dichos 
recursos se realizará por las instancias técnicas de las entidades federativas a que 
se refiere el párrafo segundo de este artículo. 
... 
Los servidores públicos de la Federación, los Estados y los municipios, así como 
de la Ciudad de México y sus Alcaldías, tienen en todo tiempo la obligación de 
aplicar con imparcialidad los recursos públicos que están bajo su responsabilidad, 
sin influir en la equidad de la competencia entre los partidos políticos. 
… 
…” 
 
Trigésimo noveno. Se reforma el primer párrafo del artículo 135, para quedar 
como sigue: 
“Artículo 135.La presente Constitución puede ser adicionada o reformada. Para 
que las adiciones o reformas lleguen a ser parte de la misma, se requiere que el 
Congreso de la Unión, por el voto de las dos terceras partes de los individuos 
presentes, acuerden las reformas o adiciones, y que éstas sean aprobadas por la 
mayoría de las legislaturas de las entidades integrantes de la Federación.…” 
TRANSITORIOS 
 
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación. 



 
SEGUNDO. Los Poderes Federales, los de la Ciudad de México y los organismos 
autónomos, contarán con un año a partir de la entrada en vigor del presente 
Decreto, para emitir lasdistintas disposiciones, y para adecuar las instituciones y 
su documentación oficial con los criterios que se señalan en el presente Decreto. 
 
TERCERO. El Congreso de la Unión contará con noventa días para emitir el 
Estatuto Constitucional de la Ciudad de México. En tanto se expiden éste o se 
reforman las leyes correspondientes, seguirá teniendo validez plena el Estatuto de 
Gobierno del Distrito Federal. 
 
CUARTO. El Estatuto Constitucional de la Ciudad de México, definirá las nuevas 
denominaciones que tendrán las Alcaldías, así como su extensión territorial, 
dividiendo la que actualmente ocupan Iztapalapa en tres, Gustavo A. Madero en 
dos, y Álvaro Obregón en dos. 
 
QUINTO. Los titulares de los órganos político-administrativos del Distrito Federal 
concluirán sus responsabilidades conforme a los periodos para los que fueron 
electos. Las nuevas disposiciones señaladas en el presente Decreto para las 
Alcaldías, entrarán en vigor el 1° de enero de 2015. 
 
SEXTO. Los procedimientos que se encuentren tramitando o que se inicien de 
acuerdo a los dispuesto por el Título Cuarto de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, relativos a los servidores públicos del Distrito Federal 
lo harán conforme a esta Constitución y a las leyes vigentes, hasta en tanto sean 
emitidas las que las sustituirán. La Asamblea Legislativa de la Ciudad de México 
contará con seis meses para emitir las disposiciones en materia de 
responsabilidades de los servidores públicos de la Ciudad de México. 
 
SÉPTIMO. El requisito a que se refiere el párrafo segundo de la fracción I de la 
BASE SEGUNDA, del apartado C del artículo 122, que prohíbe acceder a 
Gobernador de la Ciudad de México si se hubiese desempeñado tal cargo con 
cualquier carácter, debe entenderse aplicable a todo ciudadano que haya sido 
titular de dicho órgano, aunque lo haya desempeñado bajo distinta denominación. 
 
OCTAVO. En tanto se expidan las disposiciones legales, reglamentarias y 
acuerdos generales a que se refieren los preceptos constitucionales que se 
reforman por el presente Decreto, seguirán aplicándose los vigentes al entrar en 
vigor las reformas, en lo que no se opongan a éstas. 
 
México, D.F., 3 de Diciembre de 2013. 
 
ATENTAMENTE 
 
SEN. MARIANA GÓMEZ DEL CAMPO GURZA                         
SEN. GABRIELA CUEVAS BARRON 


